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Ante la latente amenaza por parte del gobierno norteamericano de in­
crementar los aranceles a determinados bienes que México exporta al país 
vecino, damos a conocer un excelente análisis en el cual se hace mención 
de las medidas que el gobierno mexicano podría implementar para con­
trarrestar los efectos económicos que representarían tal medida, estima­
mos de gran importancia esta temática, no sólo para el gremio que nos 
dedicamos al área fiscal sino al colectivo nacional, puesto que si la medida 
se llegase a implementar tendría un gran impacto económico en sentido 
negativo para nuestro país, por lo que debemos estar alerta ante tal situa­
ción y en su caso incentivar el consumo local y buscar exportar bienes y 
servicios a más países.

Las cajas de ahorro en las empresas son un medio muy utilizado para 
fomentar el ahorro entre los trabajadores, existiendo diversas modalida­
des para su creación y operación. En algunos casos puede ser constituido 
y administrado sólo por los trabajadores y, en otros casos, el patrón puede 
ser parte de ella. En esta edición presentamos un análisis de la naturaleza 
jurídica del mecanismo de ahorro para los trabajadores que busca tener un 
rendimiento económico durante el transcurso del tiempo en que los em­
pleados aportan a este sistema de ahorro.

Cuando los contribuyentes requieran acreditar su residencia fiscal en 
otro país con el que México tenga celebrado un tratado para evitar la doble 
tributación, será necesario que hagan una solicitud de dicha constancia 
ante el Servicio de Administración Tributaria (SAT), para lo cual en el pre­
sente número de la revista damos a conocer el procedimiento que los 
contribuyentes deberán agotar para obtener la citada constancia y poder 
beneficiarse de los tratados para evitar la doble tributación de los que Mé­
xico sea parte.

Asimismo, conoceremos el tratamiento fiscal de los conceptos que 
sean considerados partidas no deducibles y que estén relacionadas con el 
cálculo del costo de lo vendido con la finalidad de evitar que las autorida­
des fiscales nieguen su deducibilidad.

Estos y otros temas importantes se abordan en la presente edición es­
perando que la información incluida sea de gran utilidad en su desarrollo 
profesional y académico.

Agradeciendo, como siempre, su lealtad y preferencia.
PAF, la Revista Fiscal de México, lo asesora.

L.D. y M.D.F. Joan Irwin Valtierra Guerrero
Editor
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del servicio y la persona moral tampoco realizó 
la retención ni hizo observación alguna, con base 
en esto, surge la siguiente duda: ¿se verá obligada 
a enterar la retención que debió haber efectuado 
aunque no la realizó?

Respuesta

Sí, deberá enterar la cantidad que debió haber 
retenido, toda vez que por la prestación de ese 
servicio la persona moral se encuentra obligada 
a la retención de las dos terceras partes del IVA 
trasladado por parte de la persona física, en 
términos del artículo 3, primer párrafo, fracción I, 
inciso A, del Reglamente de la Ley del Impuesto 
al Valor Agregado (RLIVA).

Si la persona moral no realizó la retención se 
verá obligada a enterar el impuesto correspondiente, 
para esto, el artículo en comento prevé lo siguiente:

Las respuestas que aquí aparecen fueron elaboradas considerando las disposiciones fiscales, 
laborales y de seguridad social vigentes, con base en los datos proporcionados por nuestros 
lectores, por lo que si la información entregada por ellos fuere imprecisa o incorrecta, la res­
puesta podría variar sustancialmente.

CFF:	 1.	 Responsabilidad solidaria por la 
omisión de realizar retenciones.

	 2.	 Destrucción de los registros 
contables.

CFF 1. RESPONSABILIDAD 
SOLIDARIA POR LA OMISIÓN 
DE REALIZAR RETENCIONES

Pregunta

Una persona moral recibió una prestación 
de servicio profesional legal por parte de una 
persona física, dicha actividad es gravada por el 
impuesto al valor agregado (IVA); sin embargo, 
al expedirle el comprobante fiscal digital por 
internet (CFDI), a esta persona no se consideró 
retención correspondiente al IVA por la prestación 

Casiapreguntas

CASIAPREGUNTAS PAF
L.D. Juan José Ines Trejo
C.P. Hugo Gasca Bretón
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Artículo 3. Para los efectos 
del artículo 1o.-A, último párrafo 
de la Ley, las personas morales 
obligadas a efectuar la retención 
del impuesto que se les traslade, 
lo harán en una cantidad menor, 
en los casos siguientes:

I. La retención se hará por 
las dos terceras partes del 
impuesto que se les traslade y 
que haya sido efectivamente 
pagado, cuando el impuesto 
le sea trasladado por personas 
físicas por las operaciones 
siguientes:

a)	Prestación de servicios 
personales independientes;

(El uso de negrillas dentro del 
texto es nuestro.)

Toda vez que existe la obli­
gación de la retención si no se 
efectúa, hay responsabilidad 
solidaria, de conformidad con el 
artículo 26, fracción I, del Códi­
go Fiscal de la Federación (CFF), 
y al existir dicha responsabilidad 
se deberá cumplir con la obliga­
ción, el numeral en comento es­
tablece lo siguiente:

Artículo 26. Son respon
sables solidarios con los contri
buyentes:

I. Los retenedores y las personas a quienes las leyes impongan la 
obligación de recaudar contribuciones a cargo de los contribuyentes, 
hasta por el monto de dichas contribuciones.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Con base en lo anterior, el artículo 6 del CFF, en su quinto párrafo, in­
dica de manera imperativa que se deberá enterar la contribución, con  
independencia de que no se haya retenido, a efectos de cumplir 
con la obligación impositiva. Transcribimos el numeral en comento:

Artículo 6. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                 

En el caso de contribuciones que se deben pagar mediante retención, 
aun cuando quien deba efectuarla no retenga o no haga pago de la 
contraprestación relativa, el retenedor estará obligado a enterar 
una cantidad equivalente a la que debió haber retenido.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Por tanto, habrá que estar atentos a este tipo de operaciones 
y efectuar la retención correspondiente, pues de lo contrario los 
retenedores se verán obligados a responder ante la autoridad fiscal 
con el pago respectivo del impuesto establecido.

Fundamento legal: Artículos 6, quinto párrafo, 26, primer  
párrafo, fracción I, del CFF; 1 de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado (LIVA), y 3, primer párrafo, fracción I, inciso A, del RLIVA.

CFF 2. DESTRUCCIÓN  
DE LOS REGISTROS CONTABLES

Pregunta

Una persona moral tuvo un siniestro en el lugar donde resguardaba 
contabilidad y por tal motivo sufrió la destrucción de los registros 
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de hasta 10 años previos, considerando que se 
deben resguardar y conservar estos registros 
hasta por cinco años en términos del CFF, por lo 
que le surge la siguiente duda: ¿debe informar a 
las autoridades fiscales respecto de lo ocurrido?

Respuesta

Sí, toda vez que el artículo 30, tercer párrafo, del 
CFF prevé la obligación de resguardar los registros 
contables hasta por cinco años. Nos encontramos 
ante un suceso que hacerse del conocimiento del 
Servicio de Administración Tributaria (SAT) para 
efectos de que no llegue a considerar el suceso 
como una acción con dolo, por tal motivo, el ar­
tículo en comento establece lo siguiente:

Artículo 30. Las personas obligadas a llevar 
contabilidad deberán conservarla  a disposición 
de las autoridades fiscales de conformidad con la 
fracción III del artículo 28 de este Código.

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                            

La documentación a que se refiere el párrafo 
anterior de este artículo y la contabilidad, 
deberán conservarse durante un plazo de 
cinco años, contado a partir de la fecha en la que 
se presentaron o debieron haberse presentado las  
declaraciones con ellas relacionadas.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Con base en lo anterior, estamos ante la 
hipótesis prevista en el artículo 35 del Reglamento 
del Código Fiscal de la Federación (RCFF); es decir, 
de acuerdo con este artículo se deberá asentar en 
los nuevos libros o demás registros de contabilidad 

la información correspondiente a los asientos 
relativos al año en que se suscitó el mencionado 
hecho de los registros previamente destruidos. 
Asimismo, se deberá conservar el documento 
público en el que se hayan hecho constar los 
hechos que pasaron hasta que la facultad de 
comprobación de la autoridad caduque por el 
transcurso del mismo tiempo (cinco años). Por 
lo mencionado anteriormente, nos encontramos 
ante el artículo 35 del RCFF que menciona:

Artículo 35. Para los efectos del artículo 30 del Código, 
cuando los libros o demás registros de contabilidad 
del contribuyente se inutilicen parcialmente deberán 
reponerse los asientos ilegibles del último ejercicio 
pudiendo realizarlos por concentración. Cuando se 
trate de la destrucción o inutilización total de 
los libros o demás registros de contabilidad, el 
contribuyente deberá asentar en los nuevos libros 
o en los registros de contabilidad de que se trate, 
los asientos relativos al ejercicio en el que sucedió 
la inutilización, destrucción, pérdida o robo, 
pudiéndose realizar por concentración. 

En los casos a que se refiere este artículo, el 
contribuyente deberá conservar, en su caso,  
el documento público en el que consten 
los hechos ocurridos hasta en tanto no se 
extingan las facultades de comprobación de 
las Autoridades Fiscales.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Por lo anterior, se tendrá que hacer  
del conocimiento al SAT de lo sucedido, y de 
conformidad con la ficha de trámite “271/CFF. Aviso 
por la inutilización, destrucción, pérdida o robo de 
libros o registros contables”, cumpliendo con las 
indicaciones que la mencionada ficha indica.
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271/CFF Aviso por la inutilización, destrucción, pérdida o robo de libros o registros contables
¿Quiénes lo presentan?

Personas físicas y morales cuando tengan una destrucción o inutilización total o parcial de los libros o 
demás registros de contabilidad.
¿Dónde se presenta?

A través de buzón tributario.
¿Qué documento se obtiene?

Acuse de recibo.
¿Cuándo se presenta?

Dentro de los quince días hábiles siguientes a que ocurrieron los hechos.
Requisitos:

Archivo electrónico con:

•	 Manifestación bajo protesta de decir verdad que la información que proporciona es cierta.
•	 Documento público en el que consten los hechos ocurridos (Ministerio Público, Notario o Fedatario 

Público).
Condiciones:

Contar con e.firma.
Información adicional:

No aplica
Disposiciones jurídicas aplicables:

Arts. 30 CFF, 35 Reglamento del CFF; Regla 2.8.1.21. RMF.

Por lo tanto, cuando se destruyan o se inutilicen los registros contables se tienen que implementar 
ciertas medidas para efectos de poder enterar a la autoridad fiscal (SAT), lo que sucedió.

Fundamento legal: Artículos 30, primer párrafo, del CFF, 35 del RCFF, y ficha 271/CFF Aviso por la 
inutilización, destrucción, pérdida o robo de libros o registros contables, del Anexo 1-A de la Resolución 
Miscelánea Fiscal 2019 (RMF-19).  
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El prevaricato  
cometido por el SAT

Mtro. Carlos Sánchez Tapia

Opiniones

La opinión vertida en esta sección es 
desde el punto de vista del autor, sin 
que para ello exista alguna modificación 

sustancial en cuanto al contenido mostrado.
Nunca hay que pagar mal con mal… hay que 

demostrar que no todos tenemos el corazón 
podrido como los demás, de gran incidencia y 
presencia del libro Problemática en la aplicabili-
dad del derecho fiscal, del Dr. Héctor Enrique Ávi­
la Mazzocco, destacado jurista en la sapiencia 
fiscal, formador de las nuevas generaciones de 
“doctores en la ciencia de lo fiscal”, maestro y 

motivador en el doctorado que me llevó subli­
minalmente a esta publicación denominada “El 
prevaricato cometido por el SAT”, con gran­
des problemas en la equidad y proporcionali­
dad, omisos en la congruencia y exhaustividad 
en los impuestos locales y federales, sujetos a la 
prevaricación.

Que sufre el contribuyente asiduo del país 
México, en vías de extinción el 40% de los tribu­
tarios censados que no mueren como si fueran la 
cucaracha prehistórica, conjuntamente con una 
economía subterránea, que pagan impuesto al 
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valor agregado (IVA) de 16% y un impuesto es­
pecial sobre producción y servicios (IEPS) en millones 
y billones de pesos, no dados ni registrados en el 
padrón de la hacienda pública federal.

De génesis coactivos que aguantan y sopor­
tan los contribuyentes de la República Mexica­
na… ¡en los embates y azotes gubernamentales 
del Servicio de Administración Tributaria “(SAT) 
y compinches que lo acompañan”!, que prohíbe 
el 22 constitucional… “fallidos en su plan nacio­
nal de desarrollo”, que inventan todo tipo de im­
puestos para subsanar las deficiencias económi­
cas y los “empréstitos” que tienen a la sociedad 
tributaria; sin bien común y bienestar social.

Con antecedentes históricos de guerra en los 
impuestos, por ejemplo, en la civilización egipcia 
fue consecuencia, ¡de la intolerancia de los im­
puestos que detuvieron el proceso productivo, 
que viene sucediendo por igual en México!, asi­
mismo, en la decadencia del “imperio romano” 
que tuvo entre sus principales causas la excesiva 
carga fiscal a los habitantes del imperio.

Cuestiones y estatus fiscales que se están 
dando en los estados, alcaldías y municipios 
del país México, omisos en la falta de equidad y 
proporcionalidad de los impuestos, carentes de 
estudios forenses que requieren de la sapiencia 
jurídica fiscal del SAT de la Secretaría de Hacien­
da y Crédito Público (SHCP), de lo contrario las 
omisiones y defraudación fiscal seguirán su cur­
so de muerte en los impuestos locales y federales. 

Fundamentados en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, sine qua non de po­
testad y atención a la población en los impuestos 
locales y federales de los estados, municipios y 
alcaldías.

De gran contrapeso, en los actos de molestia, 
soberbios y marrulleros del estado/gobierno que 
hacen a través del “SAT de la SHCP”, golpeador a 
los derechos humanos tributarios; que sanciona el 

“prevaricato”, que a la letra expresa: la Real Aca­
demia Española, el prevaricato o prevaricación es 
aquel delito que consiste en dictar a sabiendas 
una resolución injusta y que lo lleva a cabo un 
juez, una autoridad o un funcionario.

Consiste en una situación en la que un fun­
cionario público hace mal uso de sus potestades, 
incumpliendo la ley y lesionando los derechos 
de una determinada persona.

Prueba tal, cuando vemos a detalle, cómo los 
funcionarios públicos hacendarios de fiscaliza­
ción locales y federales, de acuerdo con la ley de 
coordinación fiscal, carecen de la colegiación en 
materia fiscal, no legitimados por instituciones 
especializadas.

¡Y que a contrario sensu auditan a las em­
presas, negocios y personas, funcionarios pú­
blicos hacendarios faltos de “sapiencia fiscal”!, 
que no tienen los mínimos conocimientos que 
exige y manda el artículo 16 de la Carta Magna, 
de ser exhaustiva y congruente en su compe­
tencia fiscal.

Revisiones de gabinete, omisas por expertos 
fiscales que entiendan en qué consiste la “equi­
dad y proporcionalidad” en los impuestos; de 
gran complejidad como lo es el impuesto sobre la 
renta (ISR), donde el mismo Albert Einstein, físi­
co alemán, en su momento dijo que lo más difícil 
de comprender y entender es precisamente este 
ISR que arrastra al IVA de 16% y el mismo IEPS. 
Golpeadores al estatus fiscal patrimonial de los 
contribuyentes en México. 

Cuestiones importantes que se pueden pro­
mover para no ser auditados por estos funcio­
narios fiscales menores, faltos de competencia al 
no estar legitimados, diplomados en la materia 
fiscal.

Que no acreditan su colegiación universita­
ria, en la determinación de créditos fiscales con 
certidumbre, y no ser auditados por la ignorancia 
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que nos ha llevado por siglos a la explotación del 
hombre por el hombre.

Con grandes costos tanto para el gobierno 
hacendario del “SAT de la SHCP”, y del mismo 
contribuyente generador de la riqueza en el país 
México.

Ejemplo claro como lo es el cuerpo humano 
donde el cerebro requiere de glucosa y oxígeno 
proporcionado por todo un proceso orgánico.

Donde se destacan el estómago, hígado, riño­
nes y corazón, vitales en el desarrollo humano.

¡Que vienen dañando a priori los impuestos 
confiscatorios que provocan estrés, infartos y 
daño cerebral!

Por la falta de preparación de estos persona­
jes hacendarios soberbios, marrulleros que jue­
gan y roban el patrimonio de todos los mexica­
nos e inversionistas extranjeros.

Donde la “gallina” que se compromete a po­
ner huevos, como el contribuyente obligado y 
comprometido a pagar impuestos. Y por ende, el 
animalito el “cerdo” se sacrifica para darnos toci­
no y/o jamón en su lecho de muerte.

Quedando entonces el “SAT de la SHCP” como 
el torero que mata al tributario como si fuera el 
cerdo, que vive del confort este “SAT y compinches 
que lo acompañan,” cáncer de la sociedad. 

En conclusión, en ninguno de los casos ni se 
compromete a un buen “plan de desarrollo” el 
“SAT”, como la gallina que pone huevos.

Que sí cumple el contribuyente asiduo cum­
plidor de los impuestos que manda el artículo 31, 
fracción IV, constitucional.

Jamás alcanzados por el “SAT” en la equidad 
y proporcionalidad de los impuestos federales 
que merecen juicios de lesividad.

A favor de los contribuyentes, ¡vistos como 
defraudadores fiscales!, y éstos los del “SAT de la 
SHCP”, ¡reyes del fracaso! en el Producto Interno 
Bruto (PIB).

Que pueden demandar todos los contribu­
yentes del país México, en razón al “bien común 
y bienestar social”, jamás alcanzado, donde exis­
te el “prevaricato” para fincar responsabilidades 
patrimoniales del Estado. 

Asimismo, el Código Penal Federal (CPF) 
expresa:

Artículo 290. Se impondrán de dos a ocho años 
de prisión y de cien a cuatrocientos días multa, al 
servidor público que:

I. dicte una sentencia definitiva o cualquier otra 
resolución de fondo que viole algún precepto 
terminante de la ley, o que sea contraria a las 
actuaciones legalmente practicadas en el proceso; o 

II. no cumpla con una disposición que legalmente 
se le comunique por un superior competente.

y otros de importancia como el fraude procesal 
fiscal; al caso.

Iniuria est omne quod non iure fit. Que significa: 
¡Injusticia es todo lo que no se hizo con derecho, 
o sea, lo que se hizo contra derecho!

Que nos lleva a contribuyentes pobres con 
hambre y ayuno que los convierten en peligro a 
la sociedad tributaria cumplidora, ser tratados 
con injusticia en los impuestos.

Que viene cometiendo el “SAT de la SHCP” 
representante del mal como si fuera “Lucifer”, 
que mata las esperanzas del mexicano con go­
biernos malos y mentirosos.

Mafia del poder por excelencia este (SAT), 
de épocas pasadas y actuales; donde reina la 
impunidad y líderes en “crímenes” del estatus 
fiscal y dineros de los contribuyentes.

Donde el crimen organizado, “aliado” del 
diablo, que tiene a México en la desgracia y 
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poco futuro para las nuevas 
generaciones que serán la 
verdadera transformación. 

Y no esta cuarta transfor­
mación que viene viciada de 
forma y fondo, ¡matando a la 
gallina de los huevos de oro 
de los tributarios y progreso 
del país!;… ¡tracto sucesivos en 
el país México! “de estatus pe­
nal”… ¡de prevaricato! Ya con­
siderado por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación (SCJN) 
por la violación a los derechos 
humanos de fiscalización.

Donde la máxima in dubio 
pro reo en caso de duda, debe 
interpretarse la ley en favor del 
acusado o demandado; en con­
sideración a los actos inciertos e 
ilegales del “SAT de la SHCP”… 
que no son autoridad judicial 
del artículo 94 supremo, sólo 
son administrativos del artículo 
89, fracción I, constitucional.

Que no pueden y violan el 
quinto constitucional… ¡don­
de nadie puede ser privado del 
producto de su trabajo! Come­
tido por este “ISR” conculcato­
rio a la figura de “prevaricación”. 

Al caso por siempre el 
cálculo y determinación del 
“ISR en México” sufre de los 
embates de la incertidumbre 

in dubio pro debitore (en caso de duda, la interpretación debe ser 
favorable al deudor) de este “ISR” gravoso, doloso y dudoso este 
impuesto federal.

Vital e importante. En el “PIB” del Plan Nacional de 
Desarrollo. En sus artículos 25 y 26 de la Carta Magna. Sujetos 
a la figura de “prevaricación”, donde el desconocimiento de 
la ley no exime del cumplimiento de la misma. 

Que se paga en renta, IEPS e IVA al “SAT de la SHCP” sobre la 
ganancia obtenida; es decir, por la diferencia entre el ingreso y las 
deducciones autorizadas obtenidas en el ejercicio fiscal. 

De asociación fiscal con el “impuesto indirecto” llamado “IVA” 
de 16% extrafiscal e inconstitucional; ¡no obligatorio del artículo 
31, fracción IV, supremo y del mismo “IEPS” que agravian la fal­
ta de proporcionalidad por ser “tasas” y no tarifas del artículo 31, 
fracción IV, constitucional!

Y por lo tanto, de “fraude” en sus procesos que sanciona la 
“prevaricación”. Vinculatorio con la Ley Suprema del precepto:

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                             

IV. contribuir para los gastos públicos, así de la federación, 
como del distrito federal o del estado y municipio en que residan, 
de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.

Al caso son impuestos “ISR, IEPS e IVA” que gravan toda renta, 
ingreso, utilidad o beneficio obtenido por personas físicas, socie­
dades y otras importantes.

De recaudación, faltos de fiscalización en sus procedimientos, 
toda vez cuando técnicamente existen diferencias entre “cobros” 
burdos y arcaicos versus fiscalización. Que exigen certidumbre ju­
rídica fiscal. Y por ende, de “prevaricación”. 
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los consistentes en subsidiar a los oferentes 
o empresas del país de origen de las mercancías 
y otro que se realiza al aplicar el dumping, deno­
minado por nuestra Ley de Comercio Exterior 
(LCE), como discriminación de precios.

Evidentemente, todas las figuras y formas de 
restringir, frenar o impedir, e incluso nulificar  
el comercio internacional, son nocivas; empero, el  
arancel pudiera ser el más negativo y peligroso 
para el desarrollo y crecimiento de esa actividad 
económica, circunstancia que ha dado pie a la fir­
ma de diversos tratados y acuerdos comerciales 
entre países, con los que se pretende disminuir 
o nulificar esos efectos nocivos, esto al tomar en 
la práctica un cariz de dispensa hasta cierta pre­
ferencia comercial entre los países a través de la 
firma de esos tratados en materia  comercial; sin 

INTRODUCCIÓN

Es generalmente aceptado que en materia de 
comercio internacional haya diversas y variadas 
barreras al mismo destacando, por un lado, las 
relacionadas con la aplicación gubernamental 
de políticas arancelarias, así como otras con­
sistentes en lo que los estudiosos de la materia 
denominan como “barreras no arancelarias”.

Se incluye en el rubro inicialmente señalado a 
los propios aranceles, entendidos de manera lisa 
y llana como impuestos al comercio exterior. 
Mientras que en los segundos se incluye a res­
tricciones como la regulación sanitaria, la pro­
tección administrativa y las leyes de marcas.

De igual manera prevalecen actualmente 
otros frenos al comercio internacional, como 

Artículos

Aranceles  
norteamericanos a México

Opciones de réplica
C.P.A. y M.E. Leticia Mercado Maraveles

C.P.A. y M.E. Eduardo Medina Mares
Lic. y M.I. José Francisco Plascencia R.
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embargo, ocurre, como es hoy 
el caso, que algunos países, a 
pesar de la prevalencia de trata­
dos comerciales como garantes 
de la no imposición de medidas 
restrictivas de carácter aran­
celario al comercio exterior e  
inclusive, y a pesar de la vigen­
cia de acuerdos para no hacerlo, 
de cualquier forma y sin razón 
económica lógica se pretende 
aplicar aquellas, especialmente, 
los citados y muy vigentes aran­
celes.

En esa posibilidad real se 
encuentra nuestro país respecto 
del comercio que actualmente 
realizamos con Estados Unidos 
(EU) a pesar de la vigencia del 
Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte (TLCAN) y 
de encontrarse en firma en los 
Congresos respectivos el nuevo 
acuerdo comercial denomina­
do T-MEC. Esto en razón de la 
amenaza por parte del gobierno 
de Donald Trump de establecer 
aranceles a las exportaciones 
mexicanas con destino a esa 
nación norteamericana inician­
do con 5% a las exportaciones 
para llegar hasta 25%. Circuns­
tancia que, como ya es am­
pliamente conocido, se difirió y  
hasta por 45 días calendario,  
sujeta al cumplimiento del 
acuerdo (migratorio, curio­
samente) firmado entre las par­
tes el 7 de junio del presente 
año para evitar la medida; sin 

embargo, y por las manifestaciones en general y las declaraciones 
en particular formuladas por el Presidente norteamericano, hoy 
más que nunca, y pese al diferimiento de la imposición de los 
aranceles, prevalece la amenaza, esto último en estrecha relación 
con el “estado de ánimo” (por decirlo de alguna manera) de Donald 
Trump, por lo que, sin duda, la amenaza hoy más que nunca es 
totalmente vigente y latente.

Ante tal medida unilateral, que pudiera hacerse presente en el 
futuro inmediato o, en el mejor de los casos, en el futuro mediato 
(después de los mencionados 45 días), por parte del Ejecutivo 
Federal de EU, nuestro gobierno federal debe actuar en contra y 
consecuentemente respecto de la misma.

En ese orden de ideas, en el presente artículo realizamos 
algunos comentarios y reflexiones acerca de la problemática 
señalada, comenzando con algunos antecedentes que han dado 
pie que el Ejecutivo federal de ese país amenace con aplicar 
aranceles a nuestras exportaciones, para seguir con el análisis 
de las facultades que respecto del comercio exterior establece y 
mandata la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
en su artículo 131, segundo párrafo, a la Federación, en el sentido, y 
según a la letra ahí se expresa, de: 

Artículo 131. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                              

…regular el comercio exterior, la economía del país, la estabilidad de 
la producción nacional, o de realizar cualquiera otro propósito, en 
beneficio del país.

Además de analizar lo preceptuado por el artículo 1o., de la LCE 
que también faculta y obliga expresamente al Ejecutivo Federal a:

Artículo 1o. …integrar adecuadamente la economía mexicana 
con la internacional, defender la planta productiva de prácticas 
desleales del comercio internacional y distribuir a la elevación del  
bienestar de la población.
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ANTECEDENTES

El inicio de la problemática señalada se origina 
con la decisión ejecutiva del presidente de EU, que 
consistía en imponer, a partir del 10 de junio, 5% 
de arancel a todas las exportaciones mexicanas 
con destino final en ese país, hasta alcanzar, 
como ya se ha comentado, a la tasa del 25%.  
Lo que no ocurrió en razón de las negociaciones 
realizadas por nuestro país con antelación a la 
citada aplicación del primer arancel referido.

La aplicación de aranceles a las exportaciones 
mexicanas por parte de nuestro vecino del norte, 
sin duda, traería graves consecuencias a nuestra 
economía (sin duda, también a la norteamericana, 
por lo que se debería hacer una evaluación 
al respecto con objeto de tener bases para la 
negociación, en su caso), preponderantemente 
a los productores nacionales cuyo destino de sus 
productos es el vecino del norte. La gravedad del 
caso consiste en que en número redondos nuestro 
país tiene con EU un intercambio comercial 
en materia de exportaciones totales de 80% 
y cuyas cifras anualmente rebasan los 400 mil  
millones de dólares.

Dicha medida ha sido muy cuestionada y 
criticada por diversas empresas norteamericanas 
(entre otras por General Motors, Chrysler, Ford, 
Herdez y Genoma Lab), por las consecuencias 
finales que la misma traería a los consumidores 
de ese país, e incluso por estudiosos de la materia, 
según cita la periodista de Excélsior noticias en línea, 
Yuridia Sierra, que en un artículo publicado el 1 
de junio afirma que Paul Krugman, Premio Nobel 
de Economía, señaló al respecto, específicamente 
en relación al titular del Ejecutivo federal actual:

	 “…Donald Trump jamás ha gobernado con 
sensatez, se ha topado con pared en más de 
una ocasión, pero eso no ha impedido que 

detenga las decisiones arbitrarias. A Trump 
le interesa sólo Trump, ni siquiera su país, 
sólo busca esa razón que se le dibuja siempre 
lejos.”

Esa opinión tan certera respecto del Ejecu­
tivo norteamericano, por si no lo habíamos en­
tendido así, debe poner a los empresarios (y al 
mismo gobierno federal mexicano), e incluso 
a los gobiernos locales que tienen una amplia 
aportación al comercio con ese país, en alerta 
máxima de sus decisiones y planear con toda la 
anticipación permitida en la búsqueda de opcio­
nes para esa eventualidad, la que, por lo insen­
sato y voluble, además de las aspiraciones de un 
segundo mandato que pretende Donald Trump 
es realmente vigente y real, por lo que la medida 
pudiera materializarse con posterioridad a los 45 
días acordados si algún punto o aspecto del cita­
do acuerdo no lo convence, o incluso cuando el 
señor Trump amanezca de mal humor.

Según se ha mencionado, la medida arance­
laria operaría con fundamento en la “Ley de Po­
deres de Emergencia Internacional”, misma que 
faculta al Ejecutivo federal norteamericano a ha­
cerlo, sin la aprobación del Congreso.

La medida, de llevarse a cabo, induda­
blemente pone en peligro la firma del nuevo 
tratado de América del Norte (el citado T-MEC), 
con la consecuente afectación a la inversión y 
al crecimiento económico de nuestro país en el 
futuro inmediato, y el comercio de ambos países.

Ahora bien, en esta ocasión, ¿qué ha propiciado 
el enojo por parte del Ejecutivo federal de nuestro 
vecino del norte? De lo que se ha desplegado en 
los diversos medios nacionales e internacionales, 
la medida obedece tanto a cuestiones de índole 
social, comercial y económica e incluso política.

Así, la primera corresponde al flujo 
inmigrante, sobre todo centroamericano, que 
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no ha sido frenado por nuestro 
gobierno y que ha transitado 
libremente por nuestro país, 
mismo que, según el Ejecutivo 
norteamericano, afecta 
la seguridad nacional y la 
economía de EU, incluyendo 
en el tema al libre tránsito de 
los traficantes de drogas (como 
si en su país no existieran). En 
cuanto al aspecto comercial 
y económico, según Trump, 
nuestro país se ha aprovechado 
económicamente de ellos por 
décadas, esto sin dar ninguna 
explicación plausible al 
respecto porque, sencillamente, 
no pudiera existir. Finalmente, 
en el aspecto político destaca 
sobremanera la pretensión del 
presidente de aplicar aranceles 
a México por votos para la 
evidente y ya bien difundida 
intención de reelegirse por otros 
cuatro años.

Hay que aclarar que en 
cuanto a la exigencia de 
control del flujo de migrantes 
de la frontera sur por nuestro 
país, ha sido asumida por el 
gobierno federal mexicano el 7 
de junio, con lo que se detuvo 
la implementación del 5% de 
aplicación arancelaria citado, 
y en el mismo se estableció un 
plazo de 90 días con una revisión 
en la mitad del periodo: 45 días 
antes señalados y, en caso de no 
tener los resultados suficientes 
(nosotros nos preguntamos: ¿de 

acuerdo con qué o quién?, esperamos que no solamente de parte 
del gobierno de Trump y sus constantes caprichos y decisiones 
fuera de todo contexto legal), nuestro país tendría que asumir la 
firma de un “Acuerdo de tercer país seguro”, lo que nos parece una 
paradoja, dado el dominio del crimen organizado en varias de las 
entidades federativas.

Al efecto, es importante tener en consideración que dicho 
carácter implica, por lo menos, que los refugiados deben disfrutar 
sin peligros el asilo, así como recibir servicios de salud, educación 
y, en todo caso, trabajo hasta la resolución de la solicitud de asilo, 
con lo que el compromiso, en su caso, le saldrá a nuestro país, en 
términos económicos y sociales, sumamente exorbitante y harto 
complicado, dada la situación prevaleciente en términos de cre­
cimiento económico.

En ese espacio del ejercicio gubernamental norteamericano 
nos encontramos hoy, esperando todos que el gobierno federal, 
en lo que legalmente le compete, muestre la altura decisoria y de 
acción que mandata el numeral 25 constitucional en su primer  
párrafo:

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo 
nacional para garantizar que éste sea integral y sustentable, que 
fortalezca la Soberanía de la Nación y su régimen democrático y...

Por lo tanto, y con independencia de que no se llevó a cabo 
en esta ocasión, la amenaza de Donald Trump, indudablemente, 
prevalece mientras aquél ocupe la silla presidencial de EU, o 
inclusive en el caso de ser reelecto, que en el futuro inmediato 
nuevamente lo esgrima, o que otro Ejecutivo federal electo de 
nuestro vecino del norte lo retome, a nuestro país no le queda 
más ya que actuar, lo que conduce a los comentarios  del siguiente 
punto.

LÍNEAS DE ACCIÓN
Quienes esto escriben consideran que las medidas a implementar 
por parte del gobierno federal mexicano, ante la problemática 
señalada, son variadas y diversas.
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En razón de que la primera negociación ha 
tenido un final no tan desastroso, habremos de 
esperar que el presidente norteamericano no 
asuma artimañas al cabo del término señalado, 
y encuentre que la amenaza ya le funcionó con 
altos dividendos, por lo que se mantenga en sus 
caprichos.

Otra medida plausible, dado el escenario 
a presentarse, la opción es actuar con la ley en 
la mano invocar lo plasmado en el aún vigente  
TLCAN, con independencia de los tiempos re­
queridos para su resolución y, paralelamente, 
soportando con razonamientos lógicos, desde 
el punto de vista de las relaciones comerciales 
internacionales para argumentar lo plasmado 
y acordado en materia de aranceles en el nuevo 
Tratado México, Estados Unidos y Canadá (el ya 
citado T-MEC). Esto con la posibilidad jurídica 
por la parte mexicana de formular la controver­
sia correspondencia ante la Organización Mun­
dial de Comercio (OMC), asumiendo la tardanza 
implícita en ello.

En el espacio o inter de las medidas señala­
das, instrumentar medidas de respuesta de igual 
manera, esto es establecer al comercio nortea­
mericano también aranceles, con una opción que 
ya funcionó de manera óptima por parte del go­
bierno y que se materializa en la estrategia de re­
presalias conocida como “de carrusel” (que con­
siste, esencialmente, en sectorizar o establecer el 
arancel a determinados productos y en determi­
nadas regiones). La medida mexicana se aplicó 
en el gobierno del gobierno de Felipe Calderón 
como respuesta al incumplimiento de apertura el  
transporte, y consistente en aplicar de manera 
selectiva los aranceles a ciertos productos.

Todo lo anterior soportado en la realización 
de acciones inmediatas en la materia, en la 
diversificación de nuestro comercio exterior el 
que, sin bien es cierto, ha signado un gran número 

de acuerdos y tratados sobre la materia, esto 
no se ha aprovechado por diversos problemas y 
situaciones, por lo que ya, y sin ningún pretexto, 
todo ahora corresponde y apunta a realizar una 
amplia e integral planeación a largo plazo del 
comercio exterior (a pesar de que al parecer al 
nuevo gobierno federal de nuestro país no se le 
da el ejercicio de la planeación), por lo que si el 
gobierno de Trump, a pesar de las concesiones 
ya otorgadas, insiste en la aplicación de 
aranceles, por lo que, atendiendo al mandatado 
constitucional del artículo 25, no quedaría más 
que tomar la misma medida.

Todo lo anterior, sin duda, lo deberá realizar el 
gobierno federal con apoyo y soporte jurídico en la 
Constitución, además de las leyes reglamentarias 
reguladoras del comercio exterior de nuestro 
país, que a continuación abordamos.

FACULTADES DEL  
EJECUTIVO EN LA MATERIA

El marco jurídico del accionar para el Ejecutivo 
federal en materia de comercio exterior, como se 
señaló, se establece de inicio en la Constitución, 
esto en su numeral 131, segundo párrafo, el cual a 
la letra determina:

Artículo 131. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                              

El Ejecutivo podrá ser facultado por 
el Congreso de la Unión para aumentar, 
disminuir o suprimir las cuotas de  las tarifas 
de exportación e importación, expedidas por 
el Congreso, y para crear otras; así como para 
restringir  y para prohibir las importaciones, 
las exportaciones y el tránsito de productos, 
artículos y efectos, cuando lo estime urgente, 
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a fin de regular el comercio exterior, la economía del país, 
la estabilidad de la producción nacional, o de realizar  
cualquiera otro propósito, en beneficio del país. El propio 
Ejecutivo al enviar al Congreso el Presupuesto Fiscal de cada 
año, someterá a su aprobación el uso que hubiese hecho de la 
facultad concedida.

En ese orden de ideas, y derivado del manejo de la política 
comercial que aplique el Ejecutivo norteamericano, el Presidente 
de México podría, con base en el precepto transcrito, responder 
con toda la legalidad que el caso exige, toda vez que la asunción 
de medidas diversas protectoras del comercio nacional ya se 
previenen en nuestra Carta Magna.

Así, el Ejecutivo, atento lo establece el precepto, podrá aumentar 
las cuotas de las tarifas de importación o crear otras, así como 
restringir y prohibir las importaciones y el tránsito de productos, 
artículos y efectos, a fin de regular el comercio exterior, la economía 
del país, la estabilidad de la producción nacional, o de realizar 
cualquiera otro propósito en beneficio del país, según se puede  
corroborar de la lectura de la transcripción.

A esa conclusión ha llegado y ha sido también considerada 
por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (SCJN), esto en el pronunciamiento vía la emisión de la 
Tesis Aislada, visible en la página 361, del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; XXX,  del mes de diciembre de 2009, que 
reproducimos a la letra:

COMERCIO EXTERIOR. FINALIDAD DE LAS FACULTADES 
EXTRAORDINARIAS PARA LEGISLAR A CARGO DEL 
EJECUTIVO FEDERAL DERIVADAS DEL PÁRRAFO SEGUNDO 
DEL ARTÍCULO 131 CONSTITUCIONAL.- Conforme a los artículos 
49, párrafo segundo, y 131, párrafo segundo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, el Presidente de la República, en uso 
de las facultades legislativas en materia de comercio exterior puede: 1) 
Aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de las tarifas de exportación 
e importación, expedidas por el Congreso de la Unión; 2) Crear 
otras cuotas o tarifas de exportación o importación; y, 3) Restringir 

y prohibir las importaciones, 
exportaciones y el tránsito 
de productos, artículos y 
efectos, cuando lo estime 
urgente, de donde se sigue que 
toda esa serie de facultades 
constitucionales constituye una 
especie del llamado derecho de 
emergencia, que tiende, en este 
caso, a posibilitar al Ejecutivo 
Federal a establecer de manera 
expedita, con rango de ley, cargas 
patrimoniales, prohibiciones y 
restricciones a la actividad de 
los particulares, a fin de regular  
de manera eficiente y ágil el 
comercio exterior, la economía  
del país, la estabilidad de la 
producción nacional u otro 
propósito similar, lo que permite 
responder a las fluctuaciones del 
intercambio de bienes con otros 
países, de ahí que las facultades 
extraordinarias para legislar 
a cargo del Presidente de la 
República tienen como finalidad 
regular el comercio exterior (en 
lo particular) y la economía del 
país (en lo general).  

Amparo directo en revisión 
521/2008.- Gloria María 
Fernández Tome.- 11 
de noviembre de 2009.- 
Unanimidad de cuatro votos.- 
Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos.- Secretarios: 
Fernando Silva García y 
Alfredo Villeda Ayala
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Esa disposición constitucional, de igual ma­
nera, se encuentra regulada en la LCE vigente 
y en diversos artículos. Así, el numeral 1o. esta­
blece los diversos objetos o presupuestos de su 
vigencia y aplicación, como se reproduce a con­
tinuación:

Artículo 1o. La presente Ley tiene por objeto 
regular y promover el comercio exterior, in
crementar la competitividad de la economía 
nacional, propiciar el uso eficiente de los recursos 
productivos del país, integrar adecuadamente la 
economía mexicana con la internacional, defender 
la planta productiva de prácticas desleales del 
comercio internacional y distribuir a la elevación 
del bienestar de la población.

De la lectura de la transcripción podemos 
corroborar que el objeto expreso de la norma es, 
precisamente, “integrar adecuadamente la eco­
nomía mexicana con la internacional”, lo que, 
definitivamente, no se puede conseguir cuando 
un país firmante de un acuerdo comercial, como 
lo es TLCAN, no se sujeta a las normas o cláusu­
las convenidas, con lo que se estaría violentando 
dicho acuerdo, por lo que no queda más que ar­
gumentar o litigar en el seno del organismo y con 
base en el derecho correspondiente.

La misma norma comercial, en su nume­
ral 4, abunda en cuanto a las facultades que el 
Ejecutivo federal de nuestro país puede echar 
mano en tratándose de irregularidades por parte  
de los involucrados en el desarrollo y operación de 
los tratados o acuerdos que nuestro país hubiese 
signado. Así, en caso de que el nuevo gobierno 
norteamericano estableciera los mencionados 
aranceles, esto de forma contraria al desempeño 
normal y cotidiano del TLCAN actual y, con 

toda seguridad, el nuevo T-MEC, por lo que el  
Ejecutivo mexicano podrá instrumentar cual­
quiera de las medidas contempladas por el nu­
meral que se reproduce a continuación:

Artículo 4o. El Ejecutivo Federal tendrá las 
siguientes facultades:

I. Crear, aumentar, disminuir o suprimir aranceles, 
mediante decretos publicados en el Diario 
Oficial de la Federación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 131 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos;

II. Regular, restringir o prohibir la exportación, 
importación, circulación o tránsito de mercancías, 
cuando lo estime urgente, mediante decretos 
publicados en el Diario Oficial de la Federación, de 
conformidad con el artículo 131 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos;

III. Establecer medidas para regular o restringir 
la exportación o importación de mercancías a 
través de acuerdos expedidos por la Secretaría o, 
en su caso, conjuntamente con la autoridad com
petente, y publicados en el Diario Oficial de la 
Federación;

IV. Establecer medidas para regular o restringir la 
circulación o tránsito de mercancías extranjeras por 
el territorio nacional procedentes del y destinadas 
al exterior a través de acuerdos expedidos por la 
autoridad competente y publicados en el Diario 
Oficial de la Federación;

V. Conducir negociaciones comerciales 
internacionales a través de la Secretaría, sin 
perjuicio de las facultades que correspondan a 
otras dependencias del Ejecutivo Federal;

VI. Coordinar, a través de la Secretaría, la 
participación de las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal y de los 
gobiernos de los estados en las actividades de 
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promoción del comercio exterior, así como concertar acciones en la 
materia con el sector privado, y

VII. Coordinar, a través de la Secretaría, que las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal que administren o 
controlen una restricción o regulación no arancelaria se encuentren 
interconectadas electrónicamente con la Secretaría y con la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público.

Al respecto, es oportuno destacar el pronunciamiento jurispru­
dencial de la Segunda Sala, mediante la emisión de  la Tesis de  
jurisprudencia 121/2007, visible en la página 415 del Semanario Ju-
dicial de la Federación y su Gaceta XXVI, del mes de agosto de 2007, 
donde la H. Sala expresamente determina que: “…si se atiende a 
que el artículo 4o., fracción I, de la Ley de Comercio Exterior esta­
blece que el Ejecutivo Federal tiene facultades para ‘crear, aumen­
tar, disminuir o suprimir aranceles, mediante decretos publicados 
en el Diario Oficial de la Federación, de conformidad con lo esta­
blecido en el artículo 131 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos’, resulta evidente que a través de dicha Ley el 
Congreso de la Unión expresamente delegó su potestad tributaria 
al Presidente de la República para emitir disposiciones de obser­
vancia general en materia arancelaria o no arancelaria, siguiendo 
los lineamientos contenidos en el precepto constitucional referi­
do.” La jurisprudencia es la siguiente:

COMERCIO EXTERIOR. LA LEY FEDERAL RELATIVA ES 
LA NORMA A TRAVÉS DE LA CUAL EL CONGRESO DE LA 
UNIÓN DELEGÓ SU POTESTAD TRIBUTARIA AL TITULAR 
DEL EJECUTIVO FEDERAL PARA REGULAR LAS MATERIAS 
ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 131, PÁRRAFO SEGUNDO, DE  
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS.- Conforme al precepto constitucional citado, con 
el objeto de dotar al Estado de mecanismos jurídicos eficientes y  
expeditos que le permitan encauzar las operaciones de comercio 
internacional en beneficio de la economía nacional y responder con 
la diligencia necesaria a las fluctuaciones generadas en el intercambio 
de bienes con el sector externo, el Congreso de la Unión puede 
facultarle al Ejecutivo Federal aumentar, disminuir o suprimir las cuotas  

de las tarifas de exportación 
e importación. Ahora bien, si 
se atiende a que el artículo 
4o., fracción I, de la Ley de 
Comercio Exterior establece 
que el Ejecutivo Federal tiene 
facultades para “crear, aumentar, 
disminuir o suprimir aranceles, 
mediante decretos publicados 
en el Diario Oficial de la 
Federación, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 131 
de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos”, 
resulta evidente que a través 
de dicha Ley el Congreso de la 
Unión expresamente delegó su 
potestad tributaria al Presidente 
de la República para emitir 
disposiciones de observancia 
general en materia arancelaria 
o no arancelaria, siguiendo 
los lineamientos contenidos 
en el precepto constitucional  
referido.

Amparo en revisión 597/2005.- 
Biciclo, S.A. de C.V.- 3 de 
junio de 2005.- Unanimidad 
de cuatro votos.- Ausente: 
Genaro David Góngora 
Pimentel.- Ponente: Juan Díaz 
Romero.- Secretario: César de 
Jesús Molina Suárez. 

Amparo en revisión 1809/2005.- 
Impulsora Internacional 
de Importadores, S.A. de 
C.V.- 30 de noviembre de 
2005.- Unanimidad de 
cuatro votos.- Ausente: 
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Guillermo I. Ortiz Mayagoitia.-  
Ponente: Genaro David Góngora Pimentel.- 
Secretario: Rolando Javier García Martínez.

Amparo en revisión 1197/2006.- Proveedora 
de Carnes Finas de la Huasteca, S.A. de C.V.- 
22 de septiembre de 2006.- Unanimidad de 
cuatro votos.- Ausente: Juan Díaz Romero.- 
Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano.- 
Secretario: Víctor Miguel Bravo Melgoza. 

Amparo en revisión 787/2004.- Comercializadora 
Elenita Internacional, S.A. de C.V.- 9 de mayo 
de 2007.- Cinco votos.- Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel.- Secretario: Rolando Javier 
García Martínez. 

Amparo en revisión 1651/2004.- Certeza 
Empresarial, S.A. de C.V. 9 de mayo de 2007.- 
Cinco votos.- Ponente: Genaro David Góngora 
Pimentel.- Secretario: Rolando Javier García 
Martínez.

Entre las medidas que el Presidente mexi­
cano pudiera aplicar, en caso de que Trump de­
cidiera establecer aranceles a las exportaciones 
mexicanas (esto con el desconocimiento u omi­
sión deliberada de los organismos rectores del 
comercio mundial), nos parecen las reguladas 
en el numeral 4o. de la LCE en las fracciones I, 
II, y, adicionalmente, la establecida en la frac­
ción III, que se refiere a las medidas de salva­
guarda.

En ese orden de ideas, una medida  
“razonablemente política” e idónea por parte 
del Ejecutivo federal mexicano podría ser la 
aplicación de medidas de salvaguarda (co­
nocidas como medidas “espejo”, por su esen­
cia), que son reguladas por el numeral 45, de  
la citada LCE, y que se reproducen a 
continuación:

Artículo 45. Las medidas de salvaguarda  son 
aquellas que, en los términos de la fracción III del 
artículo 4, regulan o restringen temporalmente las 
importaciones de mercancías idénticas, similares 
o directamente competitivas a las de producción 
nacional y que tienen por objeto prevenir o 
remediar el daño serio y facilitar el ajuste de los 
productos nacionales.

Estas medidas sólo se impondrán cuando se haya 
constatado que las importaciones han aumentado 
en tal cantidad y en condiciones tales que causan 
o amenazan causar daño serio a la producción 
nacional.

Las medidas de salvaguarda podrán consistir 
en aranceles específicos o ad valorem, permisos 
previos o cupos máximos.

Dichas medidas, por supuesto, pretenderían 
causar el mismo efecto o daño a las exportacio­
nes norteamericanas que ingresaran a nuestro 
país, con posterioridad de la aplicación de los 
aranceles señalados por el Ejecutivo federal nor­
teamericano.

Esto, por supuesto, aplicaría en tanto EU no 
abandonara o renunciara al TLCAN (todavía vi­
gente), toda vez que, de ser de esa manera, ya no 
habría posibilidad de acudir a las normas que 
aquí se han comentado.

La aplicación de dichas medidas no se ubican 
en nuestro país ni en el resto del mundo como 
una medida restrictiva al comercio exterior a la 
luz de las normas comerciales internacionales, 
dado su carácter de medida, de ahí que la doctri­
na las clasifique como “tributos de ordenamien­
to”, o, “restricciones al comercio exterior de natu­
raleza cuantitativa”.

Es así, en razón de que nuestro Máximo 
Tribunal se ha pronunciado en ese mismo sentido.  
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Esto mediante la emisión de la Tesis Jurisprudencial 105/2011 
aprobada por la Segunda Sala en sesión privada del uno de junio 
de dos mil once, y visible en la página 851, del Semanario Judi-
cial de la Federación y su Gaceta XXXIV, del mes de julio de 2011, 
misma que se transcribe aquí:

SALVAGUARDAS EN MATERIA DE COMERCIO EXTERIOR. 
NO TIENEN NATURALEZA TRIBUTARIA.- Las salvaguardas 
constituyen medidas inmanentes a la regulación o restricción 
del comercio exterior de carácter no arancelario o sin efectos 
tributarios, porque si bien para prevenir o remediar el daño grave 
a la producción nacional pueden adoptarse aranceles específicos o 
ad valórem, permisos previos o cupos, en términos del artículo 45 
de la Ley de Comercio Exterior dichas cuotas no se refieren a los 
impuestos generales de importación y exportación, tan es así que el 
artículo 20 de la ley prevé que, en todo caso, las mercancías sujetas 
a restricciones o regulaciones no arancelarias se identificarán en 
términos de sus fracciones de carácter arancelario y nomenclatura que 
corresponda a la tarifa, es decir, utilizan la misma fracción arancelaria 
del producto, pero técnicamente no se refieren a la cuota imponible 
de tales tributos, sino que únicamente se emplea la denominación 
ante la ubicación en la fracción arancelaria de la mercancía; de ahí 
que la doctrina las clasifique como “tributos de ordenamiento” o 
“restricciones al comercio exterior de naturaleza cuantitativa”. Además, 
la naturaleza no tributaria de las medidas de salvaguarda se corrobora 
porque, aparte de que tienden a prevenir o corregir la amenaza 
de daño grave a la rama de producción de un Estado, se requiere 
realizar una investigación con participación de las partes interesadas 
(importadores o productores). Esto es, aunque las medidas de 
salvaguarda son prestaciones públicas patrimoniales adoptadas, por 
regla general, por un Estado para reajustar la producción interna 
o doméstica, no dimanan de la expresión de la potestad tributaria 
con que cuenta, por más que los Estados interesados bilateralmente 
lleguen a una solución, sin desarrollar un procedimiento propio de 
la medida unilateral, a través de la aceptación mutua del daño o 
amenaza al mercado de uno de ellos.  

Amparo en revisión 117/2010.- Distribuidora Liverpool, S.A. de C.V.- 24 
de marzo de 2010.- Cinco votos; Margarita Beatriz Luna Ramos votó 

contra las consideraciones.- 
Ponente: José Fernando Franco 
González Salas.- Secretario: 
Israel Flores Rodríguez. 

Amparo en revisión 379/2010.- 
Integración Mundial de 
Comercio, S.A. de C.V.- 26 
de mayo de 2010.- Cinco 
votos; Margarita Beatriz 
Luna Ramos votó contra las 
consideraciones.- Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández.- 
Secretario: José Álvaro Vargas 
Ornelas. 

Amparo en revisión 26/2010.- 
Coppel, S.A. de C.V.- 25 de 
agosto de 2010.- Cinco votos; 
Margarita Beatriz Luna 
Ramos votó con salvedades.- 
Ponente: Luis María Aguilar 
Morales.- Secretario: Óscar 
Palomo Carrasco.

Amparo en revisión 715/2010.- 
Grupo Guess, S. de R.L. de C.V.- 
30 de marzo de 2011.- Cinco 
votos.- Ponente: Luis María 
Aguilar Morales.- Secretario: 
Alejandro Manuel González 
García.

Amparo en revisión 891/2010.- 
Operadora de Ciudad Juárez, 
S.A. de C.V.- 13 de abril de 
2011.- Cinco votos.- Ponente: 
Luis María Aguilar Morales.- 
Secretario: Alejandro Manuel 
González García.

Sin embargo, en este punto 
hay que tener siempre presente 
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que la figura de las salvaguardas se encuentra 
establecido en el Capítulo 19 del TLCAN, mismo  
que las excluye; salvo que ocurra algún 
incumplimiento de los términos generales del 
tratado vigente, por lo que, sin duda, nuestro país 
tendría este recurso a la mano y, en todo caso,  
podría exigir la compensación por el estable­
cimiento unilateral de aranceles por la 
administración estadounidense; nuestro país 
podría hacer valer otras normas y acuerdos ya 
firmados y aceptados por las partes.

CONCLUSIÓN

De lo analizado y comentado, podemos extraer 
algunas conclusiones:

•	 El actual gobierno de EU, encabezado por 
Donald Trump, no toma en consideración los 
tratados o acuerdos firmados y vigentes con 
nuestro país, según ya se ha comentado, toda 
vez que lo relaciona con otras circunstancias 
y problemáticas ajenas al propio comercio, 
como ya se ha señalado. El Ejecutivo federal 
mexicano, ante la amenaza de su contraparte 
norteamericana, y atento a lo dispuesto por 
el numeral 25, primer párrafo, de nuestra 
Constitución federal, que lo obliga a asumir la 
también prevista rectoría del desarrollo nacional 
con propósitos de garantizar que éste sea 
integral y sustentable, y fortalecer la Soberanía 
de la Nación y su régimen democrático, no tiene 
más opción o reacción que responder.

•	 Nuestro gobierno ha conseguido el dife­
rimiento del arancel hasta por 45 días, esto 
suponiendo que Donald Trump no se saque de  
la manga alguna idea o medida rara que obligue 
a nuestro país a seguir con la vigencia de “tercer 
país seguro”, e inclusive aplique los aranceles 
señalados. Así, en caso de que se endurezcan 

en el futuro inmediato las relaciones  
comerciales a nuestro país, no quedará al 
Ejecutivo mexicano más que responder a su 
contraparte con la estrategia de represalias 
arancelarias conocidas como “de carrusel”, 
y de manera paralela acudir a los tribunales 
competentes en el caso, invocando lo acordado 
en el aún vigente TLCAN y, por supuesto, 
realizarlo con razonamientos plausibles desde 
el punto de vista de las complejas relaciones 
comerciales internacionales, para argumentar 
lo plasmado y acordado en materia de aranceles 
en el T-MEC. Esto con independencia y ya con 
el conocimiento preliminar de los tiempos, 
de dejar a salvo nuestro derecho de acudir 
jurídicamente a formular la controversia 
correspondencia ante la Organización Mundial 
de Comercio (OMC).

Derivado de la problemática aquí comentada, 
el gobierno, que se ha intitulado como de la 
Cuarta Transformación (4T), ya no puede diferir 
más la tan ansiada diversificación de nuestro 
comercio exterior el que, por cierto, como 
nación soberana, ha firmado un gran número 
de acuerdos y tratados sobre la materia, y que 
a pesar de ello seguimos con la dependencia 
comercial con nuestro vecino del norte.

CONSIDERACIÓN

Ante la medida aquí comentada, y con 
independencia de que no se llevó a cabo en esta 
ocasión la amenaza de Donald Trump, ciertamente 
indubitable por sus actitudes a México, la misma 
que en el futuro nuevamente pudiera utilizar en 
razón de sus indiscreciones y mentiras cotidianas, 
por lo que a nuestro país (ahora sí, en conjunto 
sociedad y gobierno) no le queda más que actuar 
en el ámbito de las opciones aquí señaladas.  
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C.P.C. y P.C.Fi. José Juan Miranda Sánchez
Integrante de la Comisión de Apoyo al Ejercicio Independiente del Colegio de Contadores Públicos de 
México.

CAJA DE AHORRO.  
MARCO LEGAL
Dentro de la legislación laboral no se tiene una 
regulación específica sobre cómo debe operar, 
constituirse o funcionar una caja de ahorro; la 
Ley Federal del Trabajo (LFT) se refiere a ella en 
sus artículos 110, fracción IV, y 132, fracción XXIII, 
al disponer que los descuentos en los salarios de 
los trabajadores están prohibidos, salvo en ciertos 
casos, como el pago de cuotas para la constitución 
y fomento de sociedades cooperativas y de 
cajas de ahorro, siempre que los trabajadores 
manifiesten expresa y libremente su conformidad,  

INTRODUCCIÓN

Las cajas de ahorro son un medio muy utilizado 
para fomentar el ahorro entre los trabajadores, 
existiendo diversas modalidades para su creación 
y operación. En algunos casos puede ser consti­
tuido y administrado sólo por los trabajadores y, 
en otros, el patrón puede ser parte de ella.

Aun y cuando la caja de ahorro es del cono­
cimiento general y que parece sencilla su ope­
ración e implementación, en la identificación de 
la figura legal que debe enmarcarla no se tiene 
claridad sobre ello, es por eso que a continuación 
hacemos una breve semblanza de ella.

Artículos

Reflexiones sobre  
la naturaleza jurídica  
de las cajas de ahorro

C.P.C. y P.C.Fi. José Juan Miranda Sánchez
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y que no sean mayores del 30% 
del excedente del salario mínimo.

Ahora bien, la captación 
de recursos y el ahorro son 
actividades restringidas y 
requieren autorización por 
parte de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores (CNBV); 
no obstante, la legislación 
financiera señala que las 
cajas de ahorro a las que hace 
referencia la legislación laboral 
no requieren autorización de la 
CNBV para operar.

Aun cuando hay referencias 
a las cajas de ahorro, no hay 
una disposición legal expresa en 
la LFT que señale que las cajas 
de ahorro deben tener cierta 
personalidad legal; es decir, si 
debe constituirse en un tipo de 
sociedad, asociación o vehículo, 
etcétera; sin embargo, por el fin 
que persiguen, y atendiendo a 
su naturaleza, la constitución de 
una asociación o sociedad civil 
podrían ser las figuras legales 
para ello, pero incluso podría 
concluirse que una caja de 
ahorro podría operar sin que sea 
necesario que se constituya como 
una sociedad o asociación civil.

En las diversas tesis emitidas 
por nuestros tribunales no se 
menciona que las cajas de ahorro 
laborales deban tener o no 
determinada forma jurídica, pero 
sí reconoce la existencia de esta 
“Institución”,1 la jurisprudencia 
relacionada con las “cajas de 

ahorro” del 25 agosto de 2017, identificada con el número 2014953, 
emitida por la Suprema Corte de Justifica de la Nación (SCJN), además 
de reconocer la naturaleza netamente laboral, contempla en su 
ejecutoría un análisis exhaustivo sobre esta figura y sus diferencias con 
las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo (SCAP), conocidas 
popularmente como “cajas de ahorro”, pero que a partir de 1991 se 
incorporan como figuras reguladas y constituidas como sociedades, que 
tienen la obligación de ser conformadas como sociedades financieras, 
según se concibe en las tesis previas, así como en la exposición de 
motivos de la reforma financiera del 27 de diciembre de 1991.

CAJAS DE AHORRO DE TRABAJADORES. SU NATURALEZA 
JURÍDICA.- Las cajas de ahorro de trabajadores encuentran su 
fundamento en el artículo 110, fracción IV, de la Ley Federal del 
Trabajo, que autoriza realizar descuentos en sus salarios para pagar 
cuotas destinadas a su constitución y fomento, siempre que aquéllos 
manifiesten expresa y libremente su conformidad y las cuotas no sean 
mayores del 30% del excedente del salario mínimo. Conforme a ello, las 
cajas de ahorro son asociaciones constituidas por trabajadores o 
empleados de un centro de trabajo que, utilizando sus aportaciones 
económicas, otorgan créditos o préstamos a los propios trabajadores 
con tasas de interés reducidas, las cuales, por disposición del artículo 
3, párrafo segundo, de la Ley para Regular las Actividades de las 
Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, no están sujetas a las 
disposiciones de esa ley. Así, la participación en una caja de ahorro 
supone que el trabajador se desprende de una parte de su salario y lo 
aporta a un fondo común que le permite obtener créditos baratos y 
préstamos, o bien, recibir al final de un periodo determinado el dinero 
que aportó, incrementado por los intereses que el fondo obtuvo de 
los préstamos concedidos a los demás trabajadores socios. En ese 
sentido, este tipo de asociaciones son ajenas e independientes del 
ahorro en sí y de los llamados “fondos de ahorro”, que constituyen 
prestaciones adicionales al salario y que derivan normalmente de una 
obligación patronal pactada en los contratos colectivos de trabajo.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

De esta manera, la tesis, convertida en jurisprudencia, reconoce 
a la caja de ahorro como una asociación (de personas).
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En la ejecutoria relacionada con esta tesis jurisprudencial se incluye un análisis del objeto, 
finalidad, sujetos, regulación, naturaleza, aportaciones y disponibilidad de recursos de la caja de 
ahorro de los trabajadores en relación con las SCAP, que hasta 1991 no estaba reguladas y eran 
denominadas cajas de ahorro y que se resumen en el siguiente cuadro incluido en la ejecutoria:

SCAP Cajas de ahorro de trabajadores
Objeto. Satisfacer necesidades individuales y 
colectivas, a través de la realización de actividades 
económicas de producción, distribución y consumo 
de bienes y servicios. Artículo 2 de la Ley General de 
Sociedades Cooperativas (LGSC).

Objeto. Otorgar créditos o préstamos a los propios 
trabajadores con tasas de interés reducidas. Artículo 
110, fracción IV, de la LFT.

Finalidad. Realizar actividades de ahorro y 
préstamo encaminados a la producción sin fines de 
lucro. Artículo 2, fracción X, de la Ley para Regular 
las Actividades de las Sociedades Cooperativas de 
Ahorro y Préstamo.

Finalidad. Captación de recursos es exclusivamente 
a partir de sus trabajadores, y para la posterior 
colocación de dichos recursos entre ellos sin fines de  
producción o de lucro. Artículo 110, fracción IV,  
de la LFT.

Sujetos. Socios. Artículo 2, fracción X, de la Ley 
para Regular las Actividades de las Sociedades 
Cooperativas de Ahorro y Préstamo.

Sujetos. Trabajadores. Artículo 110, fracción IV, de 
la LFT.

Regulación. LGSC y Ley para Regular las 
Actividades de las Sociedades Cooperativas de 
Ahorro y Préstamo.

Regulación. LFT. Se excluye expresamente la 
aplicación de la Ley para Regular las Actividades de 
las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo 
y la LGSC.

Naturaleza. Institución de derecho público e 
interés social. Artículo 1o. de la Ley para Regular 
las Actividades de las Sociedades Cooperativas de 
Ahorro y Préstamo.

Naturaleza. Deriva de un derecho reconocido en 
la LFT. Artículos 110, fracción IV, de la LFT y 3 de la 
Ley para Regular las Actividades de las Sociedades 
Cooperativas de Ahorro y Préstamo.

Aportaciones. Bienes o derechos, reflejados en 
certificados de aportación. Artículo 49 de la LGSC.

Aportaciones. Cuotas que no superen el 30% del 
excedente del salario mínimo (sólo en efectivo). 
Artículo 110, fracción IV, de la LFT.

Disponibilidad de recursos. Dependerá del monto 
total de activos con que cuenten (la cifra se establece 
en Unidades de Inversión [UDI’s]). dependiendo de 
este monto se les asignará un nivel de operación: 
nivel básico: sus activos no rebasan el límite 
equivalente en moneda nacional a 2’500,000 UDI’s. 
No requieren autorización de la CNBV para realizar 
operaciones de ahorro y préstamo. Los niveles del I 
al IV requieren de autorización de la CNBV. Artículo 
10 de la Ley para Regular las Actividades de las 
Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo.

Disponibilidad de recursos. No requieren 
autorización de ninguna institución para disponer 
de los montos acumulados. La legislación no 
ordena la autorización por parte de algún órgano 
gubernamental
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Este comparativo es importante, no sólo porque extrae las 
características de las cajas de ahorro laborales, sino porque se 
identifican las diferencias con las SCAP conocidas popularmente 
como cajas de ahorro.

Cabe señalar que la ejecutoria en comento, en su párrafo 137, 
hace referencia a las cajas de ahorro como figuras societarias (de 
acuerdo con el Diccionario de la lengua española: “Perteneciente o 
relativo a las asociaciones, especialmente a las obreras”).

137. A partir de estas características y de conformidad con la 
intención del legislador, se limitan el tipo de actividades que las 
cajas de ahorro pueden llevar a cabo, se establece que la captación 
de recursos proviene exclusivamente de los trabajadores para 
la posterior colocación de dichos recursos entre estos mismos, 
previéndose un tratamiento fiscal que propicie su desarrollo y permita 
institucionalizar sus funciones. Se debe tomar en cuenta que se 
trata de figuras societarias con fines no lucrativos y en algunos casos 
mediante negociación contractual, la empresa otorga cantidades, 
como préstamo o aportación única para incrementar el fondo y 
posteriormente distribuirlo entre los trabajadores participantes.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Las siguientes tesis emitidas por la Segunda Sala de la SCJN 
sirven de antecedente sobre la naturaleza de las cajas de ahorro:

Tesis: 2a. CCXXXI/2001
Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta
Novena Época 185813 
Segunda Sala Tomo XVI, 
Octubre de 2002
Pág. 466
Tesis Aislada (Civil, 
Administrativa)

CAJAS DE AHORRO. SU 
EVOLUCIÓN DOCTRINAL Y 
LEGISLATIVA.- De acuerdo con 
la doctrina, las cajas de ahorro 
son asociaciones constituidas 
por trabajadores o empleados 
de un centro de trabajo que, 
utilizando las aportaciones 
económicas de éstos, otorgan 
créditos o préstamos a los  
propios trabajadores con 
tasas de interés reducidas. Las 
primeras instituciones de esta 
naturaleza datan de fines del 
siglo XVIII y comienzos del XIX, 
y aparecen originalmente en  

Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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Alemania, trasladándose posteriormente a Gran 
Bretaña y Francia. La idea que subyace a su for
mación es la del ahorro, entendido como una forma 
de asegurar la tranquilidad económica futura 
privándose de lo superfluo en el presente, es decir, 
se denomina ahorro a la suma de recursos obtenidos 
a través de este mecanismo consistente en reservar 
una parte del ingreso y acumularla durante un  
cierto periodo, por lo que la participación en 
una caja de ahorro supone que el trabajador se 
desprenda de una parte de su salario y lo aporte 
a un fondo común que le permita obtener crédito 
barato, o bien, recibir al final de un periodo 
determinado el dinero que aportó, incrementado 
por los intereses que el fondo obtuvo de los 
préstamos concedidos a los demás trabajadores 
socios. Ahora bien, aun cuando las cajas de 
ahorro tienen un origen netamente laboral, no 
pasa inadvertido que en virtud de que en la 
exposición de motivos del decreto mediante 
el cual se adicionó el capítulo II bis del título 
segundo de la Ley General de Organizaciones 
y Actividades Auxiliares del Crédito, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete 
de diciembre de mil novecientos noventa y 
uno, se justificó la incorporación de dichas  
instituciones a la legislación especial, pues en 
atención a la finalidad social y económica que de
sempeñan en la actualidad, son constituidas como 
entidades destinadas a la ayuda de sus miembros y, 
por tanto, no tienen un fin de lucro o especulación 
comercial, de manera que el tipo de actividades 
desarrolladas por aquéllas se limitó, al establecer 
que la captación de recursos es exclusivamente a 
partir de sus socios y para su posterior colocación 
entre éstos. Posteriormente, en el Diario Oficial de 
la Federación del quince de julio de mil novecientos 
noventa y dos, fueron publicadas las Reglas 
Generales para la Organización y Funcionamiento  
de las Sociedades de Ahorro y Préstamo, a través de 

las cuales se reglamenta su funcionamiento interno 
y estructura orgánica, con lo cual se reiteró su 
naturaleza no lucrativa y la sujeción a determinados 
fines.

Amparo en revisión 1269/99.- Caja de Ahorro de 
los Telefonistas, Sociedad de Ahorro y Préstamo.- 
18 de mayo de 2001.- Unanimidad de cuatro 
votos.- Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán.- 
Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano.- 
Secretaria: Andrea Zambrana Castañeda.

Nota: Esta tesis aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XIV, diciembre de 2001, 
página 364; por instrucciones de la Segunda Sala 
se publica nuevamente, en virtud de que los 
datos asentados no son coincidentes con los del 
proyecto respectivo.

Época: Décima Época
Registro: 2014952
Instancia: Primera Sala
Tipo de Tesis: Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación
Publicación: viernes 25 de agosto de 2017 10:33 h
Materia(s): (Constitucional)
Tesis: 1a./J. 60/2017 (10a.)

CAJAS DE AHORRO DE LOS TRABAJADORES 
Y SOCIEDADES COOPERATIVAS DE  
AHORRO Y PRÉSTAMO. SUS DIFERENCIAS.- 
La caja de ahorro de los trabajadores es un fondo 
integrado por aportaciones que sólo realizan los 
trabajadores de alguna empresa, a quienes se les 
descuenta periódicamente una cantidad de su 
salario, y con los recursos de dicho fondo, otorgan 
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préstamos a los propios trabajadores. Ahora bien, los únicos 
requisitos para su conformación son que: a) el descuento que 
se realice sea con el consentimiento de los trabajadores; y, b) 
no sea mayor del 30% del excedente del salario mínimo, al ser 
una prestación laboral. Por su parte, las sociedades cooperativas 
de ahorro y préstamo son parte del sistema cooperativo y del sistema 
financiero mexicano con el carácter de integrantes del sector social, 
sin ánimo especulativo, y tienen por objeto realizar operaciones de 
ahorro y préstamo con sus socios, por lo que ejercen una actividad 
económica al estar prestándoles un servicio y otorgar créditos desde 
el sector social de la economía nacional –contrario a las cajas de 
ahorro– pues las operaciones que éstas realizan, son únicamente 
entre los trabajadores de un determinado centro de trabajo que 
las conforman. Así, ambas entidades no se encuentran en una 
situación comparable, al no existir similitudes en su naturaleza ni en 
sus finalidades, y en consecuencia, no puede otorgárseles el mismo 
tratamiento en materia tributaria.

(El uso de negrillas y negrillas cursivas dentro del texto es nuestro.)

Aun cuando esta última tesis denomina a la “caja de ahorro” 
como “entidad”, la misma no debe entenderse como la obligación 
de conformar o constituirse como una persona moral de algún tipo 
en particular, como sería una sociedad anónima, sociedad civil, 
asociación civil, etcétera, sino como una colectividad considerada 
como unidad.

CONCLUSIÓN

Podría decirse que las cajas de 
ahorro, al ser calificadas como 
asociaciones de trabajadores, 
serían constituidas a través 
de una asociación civil, esto 
con base en el análisis de 
las resoluciones del Poder 
Judicial, pero, de acuerdo con 
las leyes aplicables, podría ser 
constituida bajo cualquier otra 
figura jurídica.

REFERENCIA

	 1	El vocablo “Institución” no tiene 
una definición legal, por lo que 
hay que remitirse al Diccionario 
de la lengua española, que 
define ese vocablo como: “1. f. 
Establecimiento o fundación 
de algo. 2. f. Cosa establecida 
o fundada. 3. f. Organismo que 
desempeña una función de interés 
público, especialmente benéfico o 
docente”. 

Un contador
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ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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finalidad principal que cualquier gobierno debe 
tener: brindar los servicios públicos necesarios a 
la mayor cantidad de ciudadanos, para permi­
tirles lograr tener mejores oportunidades y, a la 
vez, generen cada vez mayor riqueza que, a su vez, 
permita la generación de los recursos necesarios 
para el sostenimiento del país de que se trate.

Cabe aclarar, en forma breve, que el elemento 
principal para que las secretarías, dependencias, 
organismos descentralizados, organismos autó­
nomos (ayuntamientos), etcétera, reciban los re­
cursos que necesitan para cumplir con sus metas 
y objetivos en un ejercicio fiscal determinado, es 
cumplir con un proceso de programación y pre­
supuestación, el cual debe realizarse de manera 

L
a rendición de cuentas se ha convertido en 
el eje rector de la administración pública a 
todos los niveles de cualquier gobierno, ya sea 

nacional o internacional, y a lo largo de la historia 
se ha buscado la manera de que dicha rendición 
se realice de forma tal que se pueda otorgar  
certeza y seguridad razonable a la ciudadanía 
de que los recursos públicos (los que provienen de 
lo que cada uno de nosotros aportamos a través 
de las distintas contribuciones que el Estado en 
su carácter de sujeto activo de la relación tributa­
ria que establece con sus gobernados, de acuerdo 
al mandamiento que emana de la Constitución 
Política de cada país o Estado) son utilizados de 
manera adecuada y responsable, buscando la 

Artículos

Modernización de la 
contabilidad gubernamental 

y su repercusión en la 
credibilidad ciudadana

Primera parte
C.P. y M.I. Marcelo Hernández Méndez
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que contemple todas las posi­
bles situaciones que puedan, 
dentro de condiciones norma­
les, presentarse y ser sujeto de 
atención y ser destino de los 
recursos durante dicho ejercicio 
fiscal.

En México, una de las ma­
terias pendientes que se presen­
taba, por increíble que parezca, 
era que a nivel gubernamental 
existiese uniformidad en crite­
rios, normas, preceptos, proce­
dimientos y formas de rendir 
cuentas en los diferentes nive­
les que conforman la adminis­
tración pública: federal, estatal 
y municipal; es decir, tener un 
sistema de contabilidad guber­
namental que permitiese que 
los diferentes niveles de gobier­
no, a nivel individual, y al con­
solidar sus resultados con la Fe­
deración, obtener información 
financiera, presupuestal y pro­
gramática que permitan validar 
el correcto uso de los recursos 
públicos en el ejercicio fiscal de 
que se tratase, para que cada 
nivel de gobierno pudiera reci­
bir la aprobación del equivalen­
te de la declaración anual de las 
personas físicas y morales, que 
en el ámbito público se llama 
cuenta pública.

Hasta antes del año 2009, 
cada ente público realizaba su 
contabilidad, obtención de re­
sultados e informes como lo 
establecía la autoridad estatal 

competente, que eran los órganos de fiscalización superior, de­
pendientes del Congreso de cada estado de la República. Este 
órgano daba líneas de acción y proceder para tratar de conformar 
una información en tres sentidos: contable, presupuestal y 
programática, que sirvieran, por un lado, para comprobar la 
utilización de los recursos públicos y, por otra parte, para medir 
los resultados de la aplicación de los recursos públicos y, en caso 
necesario, realizar las mejoras necesarias en la aplicación de dichos 
recursos. De ser necesario, se reorientará su fin con el propósito de 
lograr la finalidad que cualquier gobierno debería perseguir: dar el 
mayor bienestar posible a la mayor cantidad de ciudadanos. Esta 
acción se realizaba en forma individual con cada ente fiscalizado y 
se otorgaba una aprobación individual de la cuenta pública.

ANTECEDENTES DE LA  
FISCALIZACIÓN EN MÉXICO

En la Nueva España, en el año 1453, se establece el Tribunal  
Mayor de Cuentas, creado con la finalidad de revisar la llamada 
Hacienda Real. Aquel que se resistía o se negaba a contribuir, era 
acusados de delitos como falsificación, infidencia o abuso (Adam, 
1996).

En el año 1524, es creado el Tribunal Mayor de Hacienda y, en 
ese mismo año, llegan los primeros oficiales reales, provenientes 
de España, los cuales dictaron medidas en materia de impuestos, 
estableciendo el Tribunal de Cuentas de la Nueva España como 
órgano revisor del manejo de los fondos públicos (existe un 
documento emitido por la Contaduría Mayor de Hacienda, que 
establecía que el Tribunal de Cuentas se estableció hasta el año 1605).

El tribunal mencionado en el párrafo anterior funcionó hasta 
el año 1824, en el cual, bajo la batuta de José María Morelos y 
Pavón, se promulga la primera Constitución Política del México 
Independiente, y dentro de los trabajos realizados para dicha 
promulgación se realizó el documento llamado “Arreglo de la 
Administración de la Hacienda Pública”, el cual suprimió el 
Tribunal Mayor de Cuentas, dando origen a lo que se conoció 
durante muchos años como Contaduría Mayor de Hacienda, 
órgano dependiente de la Cámara de Diputados, al que se 
concedió la facultad de examinar y glosar las cuentas de la 
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Hacienda y del Crédito Público, siendo avalado 
por la Constitución de ese mismo año.

En los artículos del 42 al 51 de la llamada “Ley 
de Arreglo de la Hacienda Pública” (Dublan, 
2000), promulgada el 16 de noviembre de 1824, 
se establece la creación de la Contaduría Mayor 
de Hacienda, dándole una estructura a través de 
departamentos de apoyo, como:

•	 Departamento de Cuenta y Razón (ar­
tículos 10 al 15). Dicho departamento debía 
dividirse por secciones, según las rentas 
principales, una más para las rentas de 
menor entidad, una más para montepíos 
y una sección central. Los jefes de estas 
secciones harían las funciones de contadores; 
además, este departamento se encargaba 
de la presentación de los presupuestos de la 
Nación, así como de la cuenta general de todos 
los ramos de la hacienda pública, así como 
de invertir los productos que anualmente se 
sometían al Congreso.

•	 Tesorería General de la Federación (artículos 
16 al 28). Se encargaba de captar todos los 
recursos de diversas fuentes para cumplir con 
las necesidades del gobierno; se exceptuaban 
los gastos de administración de rentas y los 
de crédito público; distribuía los ingresos, ya 
fuera en especie, en libramientos de dinero u 
órdenes, en apego a los presupuestos sometidos 
a aprobación en el Congreso. No se podía 
hacer ningún pago que no estuviese específi­
camente contemplado en los presupuestos 
mencionados, a menos que existiese un 
decreto expedido por el Congreso autorizando 
dicho pago, siendo los ministros de la tesorería 
los responsables de la inobservancia del apego 
al presupuesto; sin embargo, si existe una 
orden de que se realice el pago, a pesar de 
haberse informado de la imposibilidad, lo 

realizará, sustentando debidamente el hecho, 
deslindándose de responsabilidad, recayendo 
ésta en el secretario de Hacienda; además, el 
tesorero debía formular estados mensuales 
y anuales, en donde constaran los ingresos, 
egresos y existencias de los caudales de la 
Federación.

•	 Montepíos de Ministros y Oficinas (ar­
tículos 29 al 34). Los fondos de los montepíos  
y los descuentos que se realizaban a los traba­
jadores incorporados a ellos, se agregaban a la 
cuenta de la hacienda pública.

•	 Sales (artículos 35 al 39). Se autorizó la con­
cesión de las empresas extractoras de sal per­
tenecientes al gobierno por diferentes plazos 
de tiempo, e inclusive rematar las salinas para 
favorecer al ramo de la minería.

Se establecía también la existencia de visi­
tadores, los cuales revisaban las cuentas de los 
empleados de la Federación, a fin de que las 
cuentas estuviesen correctas y, en caso de que 
hubiese trabajadores que no cumpliesen con 
esta obligación, suspenderlos con arreglo a la ley 
y, en caso necesario, entregarlos a los tribunales 
competentes en la materia recaudatoria para de­
terminar su responsabilidad en el mal manejo de 
los fondos públicos.

Derivado de la necesidad de revisar periódi­
camente las cuentas de la hacienda pública, surge 
la Contaduría Mayor de la Hacienda Pública, 
siendo la responsable de la revisión anual de las 
cuentas que debía rendir el secretario de despacho 
de la Hacienda. Su función consistía en el examen 
y la glosa del despacho de la Hacienda, así como 
la información referida al crédito público. Esta 
contaduría estaba bajo la supervisión específica 
de la Cámara de Diputados. La Cámara 
nombraba a cinco diputados, los cuales formaban 
la comisión inspectora, tenían la obligación  
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de realizar esa inspección. Su trabajo era de carácter permanente, 
aun en época de receso del Congreso, ya que también debían re­
visar los presupuestos y el informe del secretario de la Hacienda 
Pública.

En 1836 se promulgan, bajo el régimen conservador en el  
recién independiente México, las leyes constitucionales, las 
cuales, en su cuarta ley, en el artículo 52, que se refiere a facul­
tades exclusivas de la Cámara de Diputados, en su fracción II 
establece: “Nombrar Jefes y demás empleados de la Contaduría 
Mayor”.

El 12 de marzo de 1840 se expidió el Primer Reglamento del 
Tribunal de Revisión de Cuentas y su Contaduría Mayor, el cual 
fue elaborado en forma conjunta entre la comisión inspectora y 
los contadores del propio tribunal, en apego a lo establecido en la 
ley promulgada el 14 de marzo de 1838.

En este reglamento se establecen las funciones de los con­
tadores de glosa, que son los operativos y, en muchas ocasio­
nes, sustitutos de los contadores mayores. Estos contadores se 
encargaban en realidad de las actividades contables y compro­
batorias de los ingresos y egresos en libros previamente deter­
minados para ello y también especificados en el reglamento en 
cuestión.

Con la evolución del país, surge el movimiento de Reforma, en­
cabezado por el Lic. Benito Juárez García y, con dicho movimiento, 
surge la necesidad de modernizar la legislación; por lo anterior, en 
el año de 1857 se promulga una nueva Constitución, bajo la presi­
dencia de Ignacio Comonfort.

Dicha Constitución presenta cambios fundamentales que, 
hasta el día de hoy, rigen en nuestro país. Entre otros, los más des­
tacados son:

•	 Los derechos individuales.
•	 El derecho al amparo.
•	 La separación de la Iglesia y el Estado.
•	 La responsabilidad de los funcionarios públicos.
•	 Establecimiento del régimen republicano.
•	 Forma de gobierno presidencial.

En su artículo 72, esta Constitución presenta en sus  
fracciones VII y XXIX aspectos fundamentales que sientan 

el precedente para lo que 
se conoce hoy en día como 
rendición de cuentas:

Artículo 72. El Congreso 
tiene facultad para…

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                           

VII. Para aprobar el 
Presupuesto de los Gastos de 
la Federación que anualmente 
debe presentarle el Ejecutivo, 
e imponer las contribuciones 
necesarias para cubrirlo.

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                           

XXIX. Para nombrar y 
remover libremente a los 
empleados de su secretaría y a 
los de la Contaduría Mayor, que 
se organizará según lo disponga 
la Ley…

En 1896 se emitió el Primer 
Reglamento de la Contaduría 
Mayor, estableciéndose como 
principales funciones las si­
guientes:

•	 Glosa de la Cuenta del Tesoro 
Federal.

•	 Glosa de las cuentas de las 
tesorerías del Distrito Federal 
y los territorios federales.
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•	 Toma de razón de los despachos civiles y mili­
tares.

•	 Registro de los avisos de fianzas otorga­
das a empleados o agentes de manejos de  
fondos.

•	 Intervención en las Cortes de Caja, ordina­
rios y extraordinarios, de las oficinas federa­
les en el Distrito Federal y en el interior del 
país, en el Banco Nacional y demás oficinas 
y establecimientos que determinaban las  
leyes.

•	 Cuidar que cada año le fuera enviada oportu­
namente la cuenta de cada año fiscal.

•	 Formular las acciones y reparos que resultan 
en la glosa.

En este punto cabe detenerse un momento 
para hacer la aclaración de qué significa el térmi­
no glosa y su importancia dentro de la rendición 
de cuentas en la actualidad.

	 Glosa. Proviene del término griego Koiné, y sig­
nifica nota al margen.

Para efectos de la contabilidad, glosa significa 
aclaración de un contenido de significado dudo­
so. Es el detalle resumido de una operación que 
se registra en asientos contables. Esto significa 
que se realiza a través de reportes y aclaraciones, 
el desglose detallado de las operaciones conta­
bles que realiza el gobierno y que son sujetas a la 
rendición de cuentas.

El manejo adecuado de los recursos 
ha sido, desde siempre, la preocupación 
máxima de la contabilidad gubernamental. 
Encontrar áreas de oportunidad en los entes 
gubernamentales, que deriva en la detección 
de errores y después, la determinación de la 

intencionalidad o no del error, es el objetivo 
principal de la auditoría gubernamental. Esta 
disciplina, en sus revisiones, siempre busca 
la seguridad razonable de que los recursos 
principales de cualquier ente de gobierno: 
bienes, inventarios, valores, inversiones, se 
encuentren perfectamente protegidos para 
lograr controlar la posibilidad de dedicar estos 
valiosos recursos de los fines principales que se 
persiguen al ejercer actos de gobierno.

Una herramienta que se utiliza es el afian­
zamiento de las personas que manejan, con­
trolan o custodian los recursos enunciados. 
Afianzar significa respaldar dos aspectos 
principales de cualquier persona: probidad y 
honradez.

	 Probidad significa honestidad y rectitud.

Esto quiere decir que la fianza es una protec­
ción en caso de que una persona incumpla es­
tos dos aspectos principales en el actuar diario 
de los servidores públicos. Si se presenta dicha 
desviación, estamos ante la presencia de la  
corrupción.

Honradez es sinónimo de virtud; representa 
la cualidad humana de actuar como se piensa. 
Se atribuye a la persona que piensa y actúa en 
forma justa, recta e íntegra.

En la República de Nicaragua, su órgano 
legislativo emitió una ley de probidad, la cual 
establece aspectos principales que todo servi­
dor público debe observar en su ejercicio, ade­
más de las sanciones correspondientes. En Mé­
xico, el ordenamiento que regula al respecto  
es la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos, tanto en el ámbito federal, estatal y 
municipal.  



35

715

C.P.C. José Juan Lazo Sarmiento
Integrante de la Comisión Técnica de Contabilidad y Auditoría Gubernamental del Colegio de Contado-
res Públicos de México.

centros de salud, saneamiento y abastecimien­
to de agua, electricidad, lucha contra enferme­
dades y desarrollo de proyectos productivos sus­
tentables y amigables con el medio ambiente. En  
México, la labor del BM se desarrolla bajo la 
Alianza Estratégica de País (EAP) alineada a los 
objetivos de desarrollo establecidos por el go­
bierno mexicano.2

Por su parte, el BID tiene como objetivos 
principales: promover el crecimiento econó­
mico y la integración regional en América 
Latina y el Caribe de maneras ambiental y 
socialmente sostenibles para lograr una re­
ducción duradera de la pobreza y una mayor 
equidad social. En términos más específicos, el 
banco procura:

INTRODUCCIÓN

En el presente artículo se destaca la misión que 
persigue el Banco Mundial (BM), así como el 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID), y se 
destaca, en términos generales, los aspectos a 
considerar en la auditoría, así como los requisitos 
mínimos que deben incluir los informes emiti­
dos por auditores independientes o por un auditor 
gubernamental.

El BM tiene como misión poner fin a la po­
breza extrema y promover la prosperidad com­
partida,1 proporciona asistencia técnica y soporte 
financiero para la implementación de proyectos 
específicos en diversos sectores, financiando, por 
ejemplo, inversión en construcción de escuelas y 

Artículos

Auditoría a programas 
financiados por organismos 
financieros internacionales

C.P.C. José Juan Lazo Sarmiento
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•	 Hacer a los países más com­
petitivos, apoyando políticas 
y programas que acrecienten 
su potencial de desarrollo 
en la economía mundial.

•	 Modernizar al Estado, for­
taleciendo las instituciones 
públicas e incrementando su 
eficiencia y transparencia.

•	 Invertir en programas y acti­
vidades que amplíen las opor­
tunidades económicas para 
la población mayoritaria de 
bajos ingresos de la región.

•	 Fomentar la integración re­
gional, forjando vínculos en­
tre los países a efectos de de­
sarrollar mayores mercados 
para sus bienes y servicios.

•	 Además, el BID aborda cinco 
áreas prioritarias:

	 i.	En cuanto a la reducción 
de la pobreza, fortalece 
las redes de protección 
social.

	 ii.	En materia de energía y 
cambio climático, procura 

desarrollar fuentes renovables y apoya soluciones a los retos 
que impone el cambio climático.

	iii.	En lo que respecta a infraestructura, promueve inversiones en 
obras para mejorar el acceso a servicios, haciendo hincapié 
en el abastecimiento de agua potable y el saneamiento.

	iv.	Tratándose de educación e innovación, promueve políticas y 
programas sociales eficaces y respalda el desarrollo regional 
de la ciencia y la tecnología.

	 v.	A fin de que haya más oportunidades para la mayoría, alien­
ta la participación del sector privado en proyectos sociales y 
en pro del desarrollo por medio de alianzas.

De manera general, y de conformidad con sus respectivas polí­
ticas en materia de gestión financiera, el BM y el BID requieren que 
todas las operaciones financiadas por ambos (proyecto OFI) sean 
auditadas por un auditor independiente, bajo normas y términos 
de referencia de auditoría aceptables. Para dar cumplimiento a 
dicho requerimiento, ambos OFI han suscrito con el gobierno de 
México un Memorándum de Entendimiento Técnico (MET), bajo 
el cual las partes han aceptado que el proceso de selección y desig­
nación del auditor independiente sea conducido por el gobierno, 
por conducto de la Secretaría de la Función Pública (SFP).

Las auditorías externas sobre los estados financieros de proyec­
tos OFI se llevan a cabo bajo términos generales de referencia,3 que 
también han sido acordados entre el gobierno de México, el BM y el 
BID, los cuales establecen la aplicación de las Normas Internaciona­
les de Auditoría (NIA), adoptadas en México para las auditorías que 
correspondan a ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2012. 

Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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DESARROLLO

Los proyectos financiados por OFI que se encuentran activos de conformidad con la página de BM 
al mes de abril de 2019 son:

Título del proyecto
Número de 

identificación
Monto del 

compromiso*
México: SustainableProductiveLandscapesProjet P159835 21.86
Additional Financing for Energy Efficiency in PublicFacilitiesProjet P165585 50.00
Adicional Financing for Social Protection SystemProjet P164152 300.00
Strengthening Entrepreneurship in Productive Forest Landscapers P164661 56.00
México Dedicated Grant Mechanism for IP and LC P151604 6.00
Inproving Access to Affordable Housing Proyect P157932 100.00
Almacenamiento de Granos y Servicios de Información para el 
Desarrollo Agrícola 

P160570 120.00

Proyecto de Educación Superior en México P160309 130.00
Proyecto de Eficiencia Energética Municipal de México P149872 100.00
Additional Finance for Energy Efficiency in Public FacillitiesProjet P160778 5.79
México: Expansión de Finanzas Rurales P153338 400.00
Desarrollo de Tecnologías de Energías Sostenible para el Cambio 
Climático en México

P145618 16.88

Segundo Proyecto de Apoyo para oportunidades en México P147212 350.00
Proyecto de Modernización del Sector del Abastecimiento de Agua y 
Saneamiento en Oaxaca, México

P145578 55.00

Financiamiento adicional para el Proyecto de Desarrollo Rural 
Sostenible

P130623 50.00

México: Programa de Transformación del Transporte Urbano P107159 150.00
Planta Híbrida de Energía Solar/Térmica P066426 49.35

*	 Monto del compromiso al momento de la aprobación por el Director Ejecutivo, expresado en millones de US$. El monto indicado 
incluye el financiamiento a título de donación, pero no las anulaciones. El monto comprometido para los proyectos en proceso 
de aprobación puede ser modificado durante la preparación del proyecto.

Por su parte, en la página del BID en México se reportan 15 préstamos activos por un total de 
3.331 millones de dólares y 107 proyectos en etapa de implementación: https://www.iadb.org/es/ 
projects-search?query%5Bcountry%5D=ME&query%5Bsector%5D=&query%5Bstatus%5D= 
Implementation&query%5Bquery%5D=&page=5.

Las políticas de los OFI en materia de auditoría establecen que las operaciones financiadas por 
ellos deben ser auditadas, generalmente por cada periodo equivalente a un ejercicio fiscal, debiendo 
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presentar el respectivo informe de auditoría en los plazos 
establecidos en cada contrato de préstamo o convenio de donación 
(en el caso del BM se requiere normalmente la entrega del informe 
de auditoría dentro de los seis meses siguientes a la fecha de 
cierre del ejercicio o periodo auditado). Al respecto, los términos 
generales de referencia (TGR) publicados en la página de la SFP 
indican que la fecha de entrega de los informes debe ser “tres días 
hábiles antes de la fecha establecida en el contrato de préstamo 
y/o convenio de donación o cooperación técnica no reembolsable”.

En términos generales, el objetivo fundamental de una 
auditoría consiste en obtener una seguridad razonable de que los 
estados financieros en su conjunto están libres de incorrección 
material, debida a fraude o error, que permita al auditor expresar 
una opinión sobre si los estados financieros están preparados, de 
conformidad con el marco de información financiera aplicable, 
además de verificar que los recursos del financiamiento hayan 
sido utilizados exclusivamente para los fines para los cuales fueron 
concedidos, bajo criterios de economía, eficacia y consecución 
sostenible de sus objetivos de desarrollo; no obstante, como parte 
de una auditoría a un proyecto OFI, el auditor también verifica 
que las disposiciones normativas y leyes nacionales aplicables 
sean observadas durante la ejecución del proyecto (por ejemplo, 
las relativas el ejercicio de recursos presupuestales identificados 
como crédito externo y las disposiciones fiscales en vigor), siendo la 
entidad ejecutora la responsable de su observancia y cumplimiento.

En este sentido, en el presente artículo únicamente se hace 
referencia a los elementos y requerimientos técnicos mínimos que 
debe considerar el auditor independiente para la emisión de su 
informe, tomando en cuenta y aplicando las NIA para la ejecución 
de su trabajo, como se indica en los TGR para auditorías a proyectos 
financiados por organismos financieros internacionales emitidos 
por la SFP.

Aspectos que se consideran en la auditoría 
y en la emisión del informe u opinión del 
contador público independiente

La auditoría se llevará a cabo de conformidad con las NIA, las 
cuales requieren que el auditor cumpla con requerimientos éticos  

de independencia y de con­
trol de calidad, además de que 
planifique y realice la audito­
ría para obtener una seguridad 
razonable sobre si los estados 
financieros están libres de in­
correcciones materiales debidas 
al fraude o error.

Aspectos por considerar 
en la auditoría

Antes de entrar en detalle a los 
elementos y requerimientos 
técnicos que debe considerar 
el auditor para la emisión de 
su informe de auditoría es 
importante destacar que los 
TGR indican: “como parte 
de la planeación, la Firma de 
Auditores Externos deberá 
efectuar el Estudio y Evaluación 
del Control Interno de la Unidad 
Coordinadora del Proyecto 
(UCP) con base en las Normas 
Internacionales de Auditoría, 
cuya finalidad será identificar, 
documentar y evaluar el control 
interno de la UCP, y considerando 
las debilidades o fortalezas 
detectadas, se determinará el 
grado de confianza que depositará 
en los procesos de transacciones y 
de esta manera podrá establecer 
los procedimientos, el alcance 
y la oportunidad que requiere 
su auditoría; así como la 
coordinación que, en su caso, 
deba o pueda existir con otras 
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instancias de fiscalización con el propósito de 
que pueda utilizarse el trabajo de otros y evitar la 
duplicidad de esfuerzos invertidos en las auditorías.”

A continuación citamos, a manera de síntesis y 
desde un punto de vista personal, las confirmaciones 
mínimas que debe realizar el auditor tomando en 
consideración las establecidas en los TGR.

Para comprobar el cumplimiento de los 
acuerdos y requisitos de gestión financiera y de 
control presupuestal del proyecto, el auditor, en 
el marco de las NIA, llevará a cabo pruebas y/o 
procedimientos para confirmar, entre otros, que:

•	 Los fondos externos han sido utilizados de 
conformidad con las condiciones establecidas 
en los contratos de préstamo, convenio de 
donación o cartas convenio de financiamiento.

•	 Los fondos de contrapartida o de otros 
cofinanciadores, cuando proceda, han sido 
provistos y utilizados de conformidad con los 
contratos de préstamo o las cartas convenio de 
financiamiento pertinentes.

•	 Los bienes, obras y servicios financiados se han 
adquirido de conformidad con las políticas y 
procedimientos de adquisiciones del OFI u 
otra que sea aceptable por el OFI.

•	 El auditor también deberá realizar las 
inspecciones físicas necesarias de acuerdo con 
sus consideraciones de riesgo.

•	 Los documentos que amparan las operaciones, 
registros y cuentas se han mantenido con respecto 
a todas las actividades y gastos del proyecto.

•	 La conversión de moneda local a dólares se 
ha realizado y registrado de acuerdo con lo 
establecido en el contrato o convenio.

•	 Los gastos realizados cumplen con los criterios 
de elegibilidad establecidos en los documentos 
legales del proyecto y han sido utilizados bajo 
criterios de economía y eficiencia, exclusi­
vamente para fines del proyecto.

•	 Los controles internos del proyecto relacionados 
con la elaboración de la información financiera 
han sido evaluados en su diseño y funcionamiento 
mediante comprobaciones de la efectividad de 
estos, de conformidad con lo que se establece 
en la NIA 315 “Identificación y Valoración de los 
Riesgos de Incorrección Material mediante el 
Conocimiento de la Entidad y de su Entorno”.

•	 Se cumplió con lo establecido en La Ley General 
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria 
y los TGR verificando que el ente ejecutor 
presupuesto los recursos suficientes para la 
ejecución de los proyectos, de conformidad a 
lo acordado con la fuente de financiamiento y 
que los montos para ejercerlos estén previstos 
en el presupuesto de egresos.

•	 El oficial mayor de la dependencia o equivalente 
del ente público, confirmó, mediante oficio 
presentado a la SHCP, que al proyecto se 
le asignaron los recursos presupuestales 
necesarios para su ejecución.

•	 Existe un programa anual para la ejecución 
del proyecto sobre la base del presupuesto 
anual autorizado por la SHCP a través de los 
registros con cargo al financiamiento crédito 
externo y contrapartida nacional (deberá 
incluir en su caso, los recursos fiscales, ingresos 
propios, y los recursos de otras fuentes de 
financiamiento), el cual considerará entre 
otros aspectos, lo siguiente: el presupuesto 
autorizado, el presupuesto autorizado 
modificado y el ejercido (incluyendo su avance 
físico) (considerar el programa operativo y/o 
las reglas de operación del proyecto).

•	 Se elaboró y aplicó un programa anual de 
desembolsos, en congruencia con el presupuesto 
modificado autorizado, así como la existencia 
de conciliación de cifras de los EF del proyecto 
con las cifras del presupuesto aprobado, 
modificado, ejercido (pagado y no pagado). 
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•	 Hay correcto registro y documentación de los reintegros a la  
Tesorería de la Federación.

Aspectos por considerar en la emisión del informe

El informe de auditoría es el documento que suscribe el auditor 
independiente conforme a las NIA, relativo a la naturaleza, 
alcance y resultado del examen realizado sobre la información  
financiera de los proyectos auditados, preparado por el ente público 
ejecutor del proyecto a partir de un sistema de administración 
financiera que incorpore la presentación de dicha información 
financiera y presupuestal de acuerdo con la normativa establecida 
en el país para la contabilidad gubernamental, mismo que debe 
incluir cuentas y registros plenamente identificados que muestren 
las operaciones y la situación financiera del proyecto.

Los estados financieros de un proyecto financiado por un OFI 
son preparados con fines y bajo los requerimientos específicos 
establecidos en las políticas de gestión financiera y los documentos 
legales del proyecto (contrato de préstamo o convenio de donación), 
razón por la cual el auditor independiente debe considerar las 
disposiciones establecidas en la NIA 800: “Consideraciones Especiales, 
Auditoría de Estados Financieros preparados de conformidad con 
un marco de información financiera con fines específicos”, aplicando 
también los requerimientos de la NIA 700: “Formación de la Opinión 
y Emisión del Informe de Auditoría sobre los Estados Financieros”. 
En consecuencia, el auditor independiente que audite un proyecto 
financiado por un OFI, debe evaluar si los estados financieros han 
sido preparados, en todos los aspectos materiales, de conformidad 
con los requerimientos del marco de información financiera aplicable 
y debe también tomar en consideración los aspectos cualitativos de 
las prácticas contables de la entidad ejecutora del proyecto, incluidos 
los indicadores de posible sesgo en los juicios de la dirección. Entre 
otros aspectos, el auditor independiente debe evaluar si:

•	 Las políticas contables seleccionadas y aplicadas son consistentes 
y adecuadas con el marco de información financiera aplicable.

•	 Las estimaciones contables realizadas por la dirección son 
razonables.

•	 La información presentada en los estados financieros es 
relevante, fiable, comparable y comprensible.

•	 Los estados financieros revelan 
información adecuada que 
permita a los usuarios, a 
quienes se destinan, entender el 
efecto de las transacciones y los 
hechos que resultan materiales 
sobre la información contenida 
en los estados financieros, y

•	 La terminología empleada 
en los estados financieros, in­
cluido el título de cada esta­
do financiero, es adecuada.

El auditor independiente 
debe prestar especial atención a 
los requerimientos establecidos 
en el apartado 13 de la NIA 700, 
que indican, entre otros aspectos, 
la adecuada revelación de las 
políticas contables significativas 
seleccionadas y aplicadas y su 
consistencia con el marco de 
información financiera aplicable.

CONCLUSIÓN

La auditoría a proyectos finan­
ciados por organismos financie­
ros internacionales se llevará a 
cabo de conformidad con las 
NIA, las cuales requieren que el  
auditor cumpla con requerimien­
tos éticos de independencia y 
de control de calidad, además de 
que planifique y realice la audi­
toría para obtener una seguridad 
razonable sobre si los estados 
financieros están libres de in­
correcciones materiales debidas 
al fraude o error.
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Asimismo, en cumplimiento con lo establecido 
en los TGR, se debe comprobar el acatamiento de 
los acuerdos y requisitos de gestión financiera del 
proyecto; en consecuencia, el auditor, en el marco de 
las NIA, llevará a cabo pruebas y/o procedimientos 
para confirmar que los fondos externos han sido 
utilizados de conformidad con las condiciones 
establecidas en los contratos de préstamo, convenio 
de donación o cartas convenio de financiamiento.

Finalmente, el auditor independiente que 
dictamine los estados financieros de un proyecto 
financiado por un OFI deberá formarse una opinión 
y emitir el informe de auditoría sobre unos estados 
financieros con fines específicos, observando los 
requerimientos de las NIA 700 y 800 e incluyendo 
en el informe un párrafo de énfasis para advertir 

a sus lectores que los estados financieros han sido 
preparados de conformidad con un marco de 
información y con fines específicos.

REFERENCIAS
	 1	http://www.bancomundial.org/es/who-we-are
	 2	La actual EAP con México comprende los años fiscales 

2014-2019, elaborada en conjunto con el gobierno. 
Actualmente se encuentra en proceso de preparación 
la EAP para el siguiente periodo y estará alineada a las 
metas y objetivos de desarrollo establecidos por el actual 
gobierno en el Plan Nacional de Desarrollo: http://www.
bancomundial.org/es/country/mexico/overview#2

	 3	El BM también acepta que los proyectos financiados en 
México sean auditados por un auditor gubernamental 
(órgano interno de control). Para mayor información consultar 
el sitio oficial de la SFP indicado a continuación: https://www.
gob.mx/sfp/documentos/auditorias-externas-de-la-apf  
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AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO. 
DEBE ADMITIRSE AUNQUE NO ESTÉ 
PREVISTA EN LA LEY DE AMPARO, YA QUE 
CONSTITUYE UNA FIGURA INDISPENSABLE 
PARA QUE EL JUZGADOR DÉ UNA 
SOLUCIÓN COMPLETA A LA ACCIÓN DEL 
GOBERNADO.- La ampliación de la demanda de 
amparo implica la adición o modificación, por parte  
del quejoso, de lo expuesto en su escrito original 
para que forme parte de la controversia que 
deberá resolver el Juez o tribunal, y si bien no 
está prevista expresamente en la Ley de Amparo, 
su inclusión se estima indispensable para que el 
juzgador dé una solución adecuada al conflicto 
que le plantea el quejoso, por lo que es posible 
considerarla como parte del sistema procesal del 
amparo con fundamento en el artículo 17 de la 
Constitución Federal, que establece como garantía 
individual la impartición de justicia completa, 
además de pronta e imparcial, máxime que dicha 
figura no está en contradicción con el conjunto de 
normas legales cuyas lagunas deban llenar.

Defensa fiscal

INTRODUCCIÓN

Se entiende por ampliación de demanda, según 
la jurisprudencia de nuestro máximo tribunal, 
que a continuación se cita, “la adición o modi­
ficación, por parte del quejoso, de lo expues­
to en su escrito original para que forme parte 
de la controversia que deberá resolver el Juez o  
Tribunal”:

Novena Época
Registro: 183933
Instancia: Pleno
Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta
XVIII, Julio de 2003
Materia(s): Común
Tesis: P./J. 12/2003 
Página: 11

Últimos criterios  
en materia de  
ampliación de la  
demanda de amparo
L.D. Gustavo Sánchez Soto
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Contradicción de tesis 23/2002-PL.- Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo en Materias Penal y Administrativa 
del Segundo Circuito (actualmente Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del mismo circuito), Primero del Sexto Circuito 
(actualmente Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del propio 
circuito) y Cuarto del Décimo Séptimo Circuito.- 3 de junio de 2003.- 
Unanimidad de diez votos.- Ausente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas.- Ponente: Juan Díaz Romero.- Secretaria: Sofía 
Verónica Ávalos Díaz.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintitrés de 
junio en curso, aprobó, con el número 12/2003, la tesis jurisprudencial 
que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de junio de dos 
mil tres.

AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO

La ampliación de la demanda de amparo es una figura jurídica 
regulada por el artículo 111 de la ley de la materia. Inicialmente 
su procedencia y existencia se encontraba regulada sólo por la 
interpretación jurisdiccional, es decir, sólo por la jurisprudencia, 
razón por la cual su introducción en el texto legal configura un 
gran avance desde cualquier perspectiva. Su instrumentación es 
fundamental para poder demostrar la inconstitucionalidad de 
ciertos actos de autoridad que, sin su aplicación, sería imposible 
de efectuar.

En calidad de ejemplo, podemos citar aquellos casos donde 
se hace nugatorio el derecho humano de audiencia previa al 
gobernado y sólo se conoce la existencia de un acto reclamado 
aislado y, aparentemente, espontáneo, sin que sea posible conocer 
el procedimiento administrativo que le dio origen; es decir, es 
sólo a través de la instauración de la ampliación de demanda 
que el quejoso estará en actitud de conocer los antecedentes 
procedimentales que configuran la génesis del acto tildado de 
inconstitucional o la inexistencia de tal proceso, a fin de hacerlo 
valer en calidad de concepto de violación en el juicio de garantías 
que corresponda. La técnica que prevalece para efecto de interponer 
la ampliación de una demanda en términos generales es la misma 
que regula la instauración de una demanda constitucional.

En primer término, se debe 
tener en consideración que el 
término para interponerla se 
encuentra regulado por el ar­
tículo 17 en relación con el nu­
meral 111 de la Ley de Amparo 
y directamente vinculado con la 
naturaleza del acto reclamado. 
En este contexto, cabe subrayar 
que, en la mayoría de los casos 
(sin que esto sea una regla in­
variable), se hace necesario am­
pliar una demanda de garantías 
con motivo de la exhibición en 
juicio del informe con justifica­
ción de las autoridades respon­
sables y con motivo del cual se 
desprenden rubros que el que­
joso no conocía al momento de 
plantear la demanda constitu­
cional; es decir, son rubros que 
se hacen de su conocimiento 
por vez primera y que, por ende,  
no estuvo jamás en aptitud de 
controvertir, siendo la vía de la  
ampliación de demanda la úni­
ca forma de recurrirlos y el tér­
mino de 15 días a partir de que 
se hace del conocimiento del 
peticionario de garantías el in­
forme de mérito, el plazo para 
instaurarla. Al respecto, resulta 
aplicable la siguiente jurispru­
dencia:

Época: Décima Época 
Registro: 2016652 
Instancia: Pleno 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
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Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la  
Federación 
Libro 53, Abril de 2018, Tomo I 
Materia(s): Común 
Tesis: P./J. 8/2018 (10a.) 
Página: 10 

DEMANDA DE AMPARO. MOMENTO EN 
EL QUE INICIA EL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PARA PRESENTAR SU AMPLIACIÓN, CON 
MOTIVO DE LA RENDICIÓN DEL INFORME 
JUSTIFICADO.- El artículo 111, fracción II, de la Ley  
de Amparo incorpora expresamente la figura de 
la ampliación de la demanda de amparo, para 
los casos en que no hayan transcurrido los plazos 
para su presentación, o bien, cuando el quejoso 
tenga conocimiento de actos de autoridad que 
guarden estrecha relación con los reclamados 
en la demanda inicial, siempre que no se haya 
celebrado la audiencia constitucional. Este segundo 
supuesto se actualiza cuando el quejoso tiene 
conocimiento de nuevos actos reclamados o 
autoridades responsables, o la necesidad de 
presentar conceptos de violación novedosos 
derivados de la fundamentación y motivación  
que no se conocía con anterioridad, siem
pre que exista una estrecha relación con los 
actos impugnados inicialmente. Ahora, si bien 
el supuesto es abierto, por lo regular el referido 
conocimiento deriva directamente de las constancias 
y del contenido de los informes justificados 
rendidos por las autoridades responsables. En este 
caso, el cómputo del plazo para presentar la 
ampliación de demanda inicia al día siguiente al 
en que surta efectos la notificación del acuerdo 
que tiene por recibido el informe justificado 
y ordena dar vista al quejoso, excepto cuando 
se acredite plenamente, que antes de la 
mencionada notificación, éste se ubicó en 
alguno de los supuestos previstos en el artículo 

18 de la Ley de Amparo, esto es, que conoció 
con anterioridad la materia novedosa, en cuyo 
caso el cómputo inicia a partir del día siguiente  
a ese conocimiento; sin que lo anterior esté vincu
lado con la vista que se otorga a las partes para 
imponerse del contenido del informe justificado, 
por ser actos procesales diferentes con finalidades 
también distintas, esto es, por un lado se encuentra 
la posibilidad de: (i) ampliar la demanda ante el 
conocimiento de actos, autoridades o aspectos  
novedosos relacionados –incorporando a la litis del 
amparo elementos que no habían sido integrados 
al juicio y, por ende, es necesario solicitar un nuevo 
informe justificado, ya sea a la propia autoridad o a 
una nueva–; y, por otro, (ii) imponerse del contenido 
del informe justificado respecto de argumentos y 
pruebas relacionados con el acto reclamado por 
el que originalmente se admitió la demanda. Una 
interpretación en la que se asumiera que el plazo 
para ampliar la demanda debe computarse a partir 
del día siguiente al del fenecimiento de la vista para 
imponerse del informe justificado, traería consigo, 
como consecuencia, alterar el contenido del 
artículo 18 invocado, ampliando sin fundamento 
legal los plazos establecidos por el legislador.

Contradicción de tesis 368/2016.- Entre las sustentadas 
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Sexto Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito.- 15 de febrero de 2018.- Mayoría de 
ocho votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz  
Mena, José Ramón Cossío Díaz, José Fernando 
Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de  
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández, Eduardo Medina Mora I. 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra: 
Margarita Beatriz Luna Ramos, Javier Laynez Potisek 
y Alberto Pérez Dayán.- Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo.- Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.
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Tesis y/o criterios contendientes:

Tesis VI.2o.C.20 K (10a.), de título y subtítulo: “AMPLIACIÓN DE 
LA DEMANDA DE AMPARO. EL TÉRMINO PARA FORMULARLA 
DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE 
CONCLUYE EL PLAZO DE TRES DÍAS CON EL QUE SE DA VISTA 
AL QUEJOSO CON EL INFORME JUSTIFICADO.”, aprobada por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de 
noviembre de 2014 a las 9:51 horas, y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 12, Tomo IV, noviembre 
de 2014, página 2904, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y 
de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, al resolver la queja 58/2016.

El Tribunal Pleno, el nueve de enero en curso, aprobó, con el 
número 8/2018 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad 
de México, a nueve de abril de dos mil dieciocho. 

Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas 
en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de 
aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de abril de 2018, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Se encuentra legitimado para interponer la ampliación de 
demanda, dada la trascendente naturaleza de tal actuación, 
exclusivamente el accionante de amparo; es decir, ni siquiera el 
autorizado en términos de lo regulado por el artículo 27 de la ley 
de la materia lo puede efectuar. Se insiste en que esta regla aplica 
dada la importancia y consecuencias jurídicas que se desprenden 
de la interposición de la ampliación de una demanda de amparo, 
situación que ejemplificativamente también se presenta cuando 
se interpone un recurso de revisión en contra de la sentencia 
definitiva que resuelve un juicio constitucional. En este orden de 
ideas, se cita el siguiente precedente firme:

Época: Novena Época
Registro: 161909
Instancia: Primera Sala
Tipo de Tesis: Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta
Tomo XXXIII, Junio de 2011
Materia(s): Común
Tesis: 1a./J. 37/2011
Página: 68

AUTORIZADO PARA OÍR Y 
RECIBIR NOTIFICACIONES 
EN LOS TÉRMINOS 
AMPLIOS DEL ARTÍCULO 27, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA 
LEY DE AMPARO. CARECE 
DE ATRIBUCIONES PARA 
AMPLIAR LA DEMANDA.-  
Conforme a ese precepto legal, el 
agraviado o el tercero perjudicado 
pueden autorizar a cualquier 
persona con capacidad legal para 
oír notificaciones en su nombre, 
quien podrá interponer los 
recursos que procedan, ofrecer 
y rendir pruebas, alegar en las 
audiencias, solicitar la suspensión 
o su diferimiento, pedir la 
emisión de sentencia para evitar 
la caducidad o sobreseimiento 
por inactividad procesal y 
realizar los actos necesarios 
para defender los derechos del 
autorizante. En las materias civil, 
mercantil o administrativa, la 
persona autorizada conforme 
a la primera parte de ese 
párrafo, deberá acreditar  
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encontrarse legalmente autorizada para ejercer la 
profesión de abogado. Sin embargo, la disposición  
no faculta al autorizado a realizar cualquier acto 
en nombre del quejoso o de su representante, 
ya que su actuación depende de las reglas 
regulatorias del juicio de garantías, como lo es el 
principio de instancia de parte agraviada, previsto 
en los artículos 107 de la Constitución Federal y 
4o. de la Ley de Amparo. En esas condiciones, si 
el ejercicio de la acción de amparo exige que la 
demanda sea suscrita por quien alega sufrir un 
agravio personal y directo, esto es, por el titular 
de la acción, excepción hecha de los supuestos 
normativos establecidos en los artículos 6o., 
15, 17 y 123, fracción II, de la Ley de Amparo; se 
pone en evidencia que su ampliación también 
debe contar con la firma autógrafa del quejoso, 
o en su caso, de su representante legal y no 
puede ser sustituida por aquellos autorizados 
para atender procesalmente el juicio de 
garantías, por tener facultades únicamente para 
realizar actos posteriores a la promoción del juicio 
de garantías o de su ampliación, ajenas a cuestiones 
que deban provenir directamente de la voluntad 
del interesado e influyen en la configuración de la 
litis constitucional, como el señalamiento de nuevas 
autoridades responsables y actos reclamados, así 
como la formulación de conceptos de violación. Lo 
anterior se justifica además, en que la ampliación 
de demanda constituye el ejercicio de una 
acción nueva, la cual origina la rendición de 
informes justificados o previos, y que se integra 
a la controversia sometida a consideración del 
órgano jurisdiccional.

Solicitud de modificación de jurisprudencia 
33/2010.- Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, 
entonces Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.- 9 de marzo de 2011.- 
Mayoría de cuatro votos.- Disidente: José Ramón 

Cossío Díaz.- Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea.- Secretario: Gustavo Naranjo Espinosa.

Tesis de jurisprudencia 37/2011. Aprobada por 
la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha veintitrés de marzo de dos mil once.

Nota: La presente tesis deriva de la resolución 
dictada en la solicitud de modificación de 
jurisprudencia 33/2010, en la cual la Primera Sala, 
por mayoría de cuatro votos, determinó modificar 
el criterio contenido en la tesis 1a./J. 31/2002, 
de rubro: “AUTORIZADO PARA OÍR Y RECIBIR 
NOTIFICACIONES EN LOS TÉRMINOS AMPLIOS 
DEL ARTÍCULO 27, PÁRRAFO SEGUNDO, DE 
LA LEY DE AMPARO. ESTÁ FACULTADO PARA 
PROMOVER LA AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA,” 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, agosto de 
2002, página 21.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

El desechamiento de la ampliación de una 
demanda de amparo sólo puede efectuarse  
por excepción cuando se actualice la hipótesis de 
existencia de una causal de improcedencia ma­
nifiesta e indudable, conceptos que per se no se 
encuentran definidos en la Ley de Amparo y su 
interpretación jurisdiccional, lo cual sólo produ­
ce inseguridad e incertidumbre jurídica para el  
gobernado. En situaciones contadísimas se po­
drá desechar una ampliación de demanda de ga­
rantías con base en estos términos, en la mayoría  
de los casos debe admitirse, ya que sólo será 
con motivo de la presentación de los informes con 
justificación, ofrecimiento, admisión y desahogo  
de medios de convicción, así como formulación 
de alegatos que se podrá tener la certeza de la 
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admisibilidad o inadmisibilidad de la demanda planteada. La 
determinación en comento es recurrible mediante recurso de 
queja. Resulta aplicable a este argumento la siguiente tesis:

Época: Novena Época
Registro: 163231
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Tipo de Tesis: Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
Tomo XXXIII, Enero de 2011
Materia(s): Común
Tesis: I.7o.A. J/61
Página: 2870

AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. 
PROCEDE DESECHARLA ÚNICAMENTE CUANDO LA CAUSA 
DE IMPROCEDENCIA INVOCADA POR EL JUEZ DE DISTRITO 
SEA MANIFIESTA E INDUDABLE.- El Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ha establecido los supuestos generales para 
la interposición de la ampliación de la demanda de amparo indirecto 
–cuando del informe justificado aparezcan datos no conocidos por el 
quejoso, en éste se fundamente o motive el acto reclamado o cuando 
aquél tenga conocimiento por cualquier medio de actos de autoridad 
vinculados con los reclamados–, limitando su procedencia a que sea 
presentada dentro de los plazos contemplados en los artículos 21, 
22 y 218 de la ley de la materia, a partir del conocimiento de tales 
actos, pero antes de la celebración de la audiencia constitucional. En 
esos términos, si la ampliación de la demanda encuadra en cualquiera 
de las indicadas hipótesis, al igual que el escrito inicial, únicamente 
procede desecharla cuando la causal de improcedencia invocada 
por el Juez de Distrito sea manifiesta e indudable, de manera que con 
ningún elemento de prueba que pudiera ofrecerse en el transcurso 
del procedimiento pueda desvirtuarse.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 112/2010.- Titular del Centro de Evaluación y Control de 
Confianza, anteriormente denominado Centro de Evaluación y 

Desarrollo Humano, de la 
Procuraduría General de la 
República.- 27 de octubre de 
2010.- Unanimidad de votos.- 
Ponente: Alberto Pérez Dayán.- 
Secretaria: María del Carmen 
Alejandra Hernández Jiménez.

Queja 113/2010.- Titular del 
Centro de Evaluación y 
Control de Confianza de la 
Procuraduría General de la 
República.- 27 de octubre 
de 2010.- Unanimidad de 
votos.- Ponente: Alberto Pérez 
Dayán.- Secretaria: María del 
Carmen Alejandra Hernández 
Jiménez.

Queja 114/2010.- Subdirectora 
de Área adscrita al Centro 
de Evaluación y Control de 
Confianza de la Procuraduría 
General de la República, con 
funciones de Coordinadora de  
Poligrafía.- 27 de octubre  
de 2010.- Unanimidad de 
votos.- Ponente: Alberto Pérez 
Dayán.- Secretaria: María del 
Carmen Alejandra Hernández 
Jiménez.

Queja 115/2010.- Evaluador 
Poligráfico adscrito al 
Centro de Evaluación y 
Control de Confianza de la 
Procuraduría General de la 
República.- 27 de octubre 
de 2010.- Unanimidad de 
votos.- Ponente: Alberto 
Pérez Dayán.- Secretaria: 
María del Carmen Alejandra 
Hernández Jiménez.
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Queja 116/2010.- Subdirectora de área adscrita 
al Centro de Evaluación y Control de Confianza 
de la Procuraduría General de la República, con 
funciones de Coordinador de Psicología de dicho 
Centro.- 27 de octubre de 2010.- Unanimidad de 
votos.- Ponente: Alberto Pérez Dayán.- Secretaria: 
María del Carmen Alejandra Hernández  
Jiménez.

Finalmente, mencionaremos que el punto 
medular del planteamiento de una ampliación 
de demanda de amparo es que de la contesta­
ción de la misma; es decir, de la exhibición de los 
informes justificados por parte de las autoridades 
señaladas como responsables, se desprenda ya 
sea la intervención de nuevas autoridades o exis­
tencia de actos susceptibles de reclamarse que el 
peticionario de garantías desconocía al momento  
de plantear la instancia constitucional median­
te la confección de su demanda de garantías, este 
es el requisito sine qua non de la ampliación de la 
demanda constitucional; es decir, si el impetran­
te de garantías no puede acreditar la novedad de 
estos elementos, la ampliación resultará impro­
cedente, incluso por causa manifiesta e induda­
ble. Así lo confirman los siguientes criterios juris­
diccionales:

Época: Décima Época
Registro: 2012990
Instancia: Segunda Sala
Tipo de Tesis: Jurisprudencia
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación
Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II
Materia(s): Común
Tesis: 2a./J. 121/2016 (10a.)
Página: 1324

DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. 
PROCEDE SU AMPLIACIÓN PARA COMBATIR, 
MEDIANTE NUEVOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN, LOS VICIOS PROPIOS DE LOS 
ACTOS NOVEDOSOS VINCULADOS CON 
LOS RECLAMADOS INICIALMENTE.- La 
ampliación de demanda de amparo indirecto 
constituye un medio para salvaguardar derechos 
fundamentales y resulta acorde con diversos 
principios. Aunado a ello, el artículo 111 de la Ley 
de Amparo condiciona su procedencia, por lo 
que hace a los actos novedosos vinculados con los 
reclamados inicialmente, a que se presente dentro 
de los plazos legales y a que no se haya celebrado la 
audiencia constitucional y, paralelamente, otorga al 
quejoso la prerrogativa de optar por promover una 
nueva demanda, en caso de no ampliarla. Por tanto, 
decretar la improcedencia de la ampliación de la 
demanda, con base en que esos nuevos actos se 
reclamen por vicios propios, a pesar de que no sea 
uno de los requisitos aludidos, equivale a imponer 
en su perjuicio una restricción y una obligación que 
ese ordenamiento jurídico no contempla. Además, 
el hecho de que dichos actos se combatan por 
vicios propios no justifica la inexistencia de la 
vinculación entre ellos, pues: a) ésta depende de 
los hechos del caso, y no de la manera en que se 
controviertan; b) una vez admitida la ampliación, 
nada impide que el análisis de constitucionalidad 
se realice respecto de cada uno de ellos de manera 
independiente; y, c) se trata de una cuestión que, 
en tanto influye en el estudio de fondo, no debe 
impactar en la fijación de la litis. Finalmente, como el 
artículo citado no establece restricción alguna para 
formular nuevos conceptos de violación en relación 
con los actos novedosos objeto de la ampliación, 
no existe impedimento legal alguno para hacerlo.

Contradicción de tesis 155/2016.- Entre las susten
tadas por los Tribunales Colegiados Primero  
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en Materias Penal y 
Administrativa del Vigésimo 
Primer Circuito y Noveno en 
Materia Administrativa del 
Primer Circuito.- 31 de agosto 
de 2016.- Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán.- 
Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos.- Ponente: José 
Fernando Franco González 
Salas.- Secretario: Jonathan 
Bass Herrera.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.9o.A.1 K (10a.), de 
rubro: “AMPLIACIÓN DE LA 
DEMANDA DE AMPARO IN
DIRECTO. ES IMPROCEDEN
TE CUANDO PRETENDEN 
IMPUGNARSE NUEVOS AC
TOS POR CONSIDERARLOS 
DIRECTAMENTE VINCULA
DOS CON EL SEÑALADO INI
CIALMENTE, PERO SE RECLA
MAN POR VICIOS PROPIOS.”, 
aprobada por el Noveno Tribunal 
Colegido en Materia Administra
tiva del Primer Circuito y publi
cada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro 15, Tomo 2, diciembre 
de 2012, página 1283, y

El sustentado por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias  

AUTORIDADES RESPON
SABLES, ACTOS RECLA
MADOS O CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN DISTINTOS 
A LOS ORIGINALMENTE 
PLANTEADOS, PERO QUE 
GUARDEN VINCULACIÓN 
CON ELLOS.- La ampliación de  
la demanda de amparo es una 
figura jurídica creada por la 
jurisprudencia, que confiere 
al peticionario de garantías un 
derecho para incorporar a la 
litis constitucional ya iniciada, 
autoridades responsables, actos 
reclamados o conceptos de  
violación distintos a los origi
nalmente planteados; sin 
embargo, el ejercicio de esta 
prerrogativa debe sujetarse 
a determinados requisitos de 
procedencia tales como el que 
no se haya cerrado o integrado 
la litis, que los nuevos actos  
tengan relación con los origi
nalmente planteados, o 
bien, que al rendirse el o los 
informes justificados, de ellos se 
desprenda que fueron otras las 
autoridades que los llevaron a 
cabo, pero debe existir siempre 
una relación o vinculación con 
los actos primigenios, ya que 
de no existir ese elemento sine 
qua non, todos aquellos actos 
que pudieran causar perjuicio 
a la amparista podrán tener 
remedio, sí a través del juicio de 
garantías, pero a consecuencia 
de tantas demandas de amparo, 

Penal y Administrativa del 
Vigésimo Primer Circuito, al 
resolver la queja 162/2015.

Tesis de jurisprudencia 
121/2016 (10a.). Aprobada por la 
Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 
11 de noviembre de 2016 a las 
10:22 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 14 
de noviembre de 2016, para los 
efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General 
Plenario 19/2013.

En el mismo sentido:

Época: Novena Época
Registro: 182486
Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito
Tipo de Tesis: Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta
Tomo XIX, Enero de 2004
Materia(s): Común
Tesis: VI.2o.C. J/240
Página: 1339

AMPLIACIÓN DE LA DE
MANDA DE AMPARO. SÓLO 
ES POSIBLE TRATÁNDOSE DE  
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como juicios o procedimientos de los que deriven 
los actos que le irroguen perjuicio existan, ya que 
en este supuesto no pueden incorporarse a una 
litis constitucional elementos que le son ajenos.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN  
MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Queja 45/2003.- Claudia Lucía Carrillo Montiel.- 6 
de noviembre de 2003.- Unanimidad de votos.- 
Ponente: Gustavo Calvillo Rangel.- Secretario: 
José Zapata Huesca.

Queja 46/2003.- Claudia Lucía Carrillo Montiel.- 
6 de noviembre de 2003.- Unanimidad de 
votos.- Ponente: Ma.- Elisa Tejada Hernández.- 
Secretario: Enrique Baigts Muñoz.

Queja 47/2003.- Elsa Lilia Montiel Hernández.- 6 
de noviembre de 2003.- Unanimidad de votos.- 
Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández.- Secretario: 
Enrique Baigts Muñoz.

Queja 40/2003.- Sandra de Yta Mendoza.- 13 de 
noviembre de 2003.- Unanimidad de votos.-  
Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez.- 
Secretario: Eduardo Iván Ortiz Gorbea.

Queja 51/2003.- Mauro Pablo Alatriste Hidalgo.- 24 
de noviembre de 2003.- Unanimidad de votos.- 
Ponente: Gustavo Calvillo Rangel.- Secretario: 
José Zapata Huesca.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XVIII, julio de 2003, 
página 12, tesis P./J. 15/2003, de rubro: “AMPLIACIÓN 
DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. 
SUPUESTOS EN LOS QUE PROCEDE.”, Tomo XI, 
febrero de 2000, página 1033, tesis III.1o.A.40 
K, de rubro: “AMPLIACIÓN DE DEMANDA DE 
AMPARO. PROCEDE RESPECTO DE TODOS LOS 
ELEMENTOS QUE LA INTEGRAN Y NO SÓLO 
EN RELACIÓN CON EL ACTO RECLAMADO 
O LAS AUTORIDADES SEÑALADAS COMO 
RESPONSABLES.” y Tomo IX, abril de 1999, página 
209, tesis 2a. XLI/99, de rubro: “DEMANDA DE 
AMPARO. PROCEDENCIA DE SU AMPLIACIÓN.”

CONCLUSIÓN

La instrumentación de la demanda de amparo 
configura para el impetrante de garantías la 
vía para recurrir de manera integral actos de 
autoridad que, incluso, no se han hecho de  
su conocimiento con antelación a su 
planteamiento y que se desprenden y conocen 
como consecuencia de la instauración de 
una demanda constitucional de manera 
superveniente. 

Un contador
te está leyendo

ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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L.D. y M.D.F. Joan Irwin Valtierra Guerrero
Maestro en derecho fiscal por la Universidad Humanitas. Licenciado en derecho por la UNITEC. Consultor fiscal, 
articulista y editor de la revista PAF.  Asesor fiscal independiente. Docente en las carreras de contaduría y derecho.  
joan.valtierra@casiacreaciones.com.mx

C.P. Hugo Gasca Bretón
Contador público egresado de la FCA-UNAM. Actualmente director general de Casia Creaciones.

L as tesis que se den a conocer en esta sección 
serán sólo algunas de las publicadas en las 
fechas más recientes, pretendiendo que la 

selección sea de utilidad para nuestros lectores, 
pudiendo encontrar tanto aquellas consideradas 
como aisladas, precedentes, así como las 
jurisprudenciales, y cuya selección de tesis 
abarcará de las publicadas por el Poder Judicial 
de la Federación, así como por el Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa (TFJA).

PODER JUDICIAL  
DE LA FEDERACIÓN

Época: Décima Época
Registro: 2020098
Instancia: Primera Sala
Tipo de Tesis: Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h

Materia(s): (Constitucional)
Tesis: 1a./J. 50/2019 (10a.)

RENTA. AL ARTÍCULO 9, PENÚLTIMO  
PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RE
LATIVO, QUE PREVÉ EL PROCEDIMIENTO 
PARA LA DETERMINACIÓN DE LA RENTA 
GRAVABLE NO LE SON APLICABLES LOS 
PRINCIPIOS DE JUSTICIA FISCAL.

Los principios rectores en materia fiscal se 
encuentran contenidos en el artículo 31, fracción 
IV, de nuestra Carta Magna, en donde se establece 
la obligación de los mexicanos de contribuir al 
gasto público atendiendo a los principios de 
proporcionalidad, equidad y legalidad tributaria.

De acuerdo con la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), 
los principios mencionados no les son aplicables 
a la mecánica para la determinación de la renta 
gravable para el reparto de las utilidades a los  

Tesis fiscales
L.D. y M.D.F. Joan Irwin Valtierra Guerrero
C.P. Hugo Gasca Bretón

Tesis fiscales
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trabajadores de las empresas, 
pues esto último únicamente 
sirve de parámetro para el cum­
plimiento de una obligación la­
boral distinta de la naturaleza 
fiscal. A continuación, se trans­
cribe el criterio en comento:

El precepto legal citado precisa 
que la renta gravable aplicable 
al reparto de utilidades a que 
tienen derecho los trabajadores 
será el equivalente a la 
utilidad fiscal que determinen 
los patrones en el ejercicio, 
con excepción de la propia 
participación de los trabajadores 
en las utilidades pagada en el 
ejercicio, así como las pérdidas 
fiscales generadas en ejercicios 
anteriores y que se encuentren 
pendientes de disminuir. 
Dicha obligación patronal de 
participar a los trabajadores 
el 10% (diez por ciento) de las 
utilidades generadas constituye 
la materialización de su derecho 
social reconocido por el Poder 
Constituyente, y consagrado en 
el artículo 123, fracción IX, inciso 
e), de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 
En este sentido, el artículo 9, 
penúltimo párrafo, de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, no 
forma parte de la determinación 
sustantiva del pago del impuesto, 
pues únicamente coadyuva 
a materializar el derecho  

de los trabajadores a participar en las utilidades de la empresa, 
es decir, su función es delimitar los elementos que deberán emplear 
las empresas para determinar el monto que servirá de base para la 
determinación de la cantidad que se debe repartir a los trabajadores. 
Por tanto, en atención a la naturaleza del ámbito general en el que 
se desenvuelven las relaciones obrero-patronales –incluso la relativa 
al reparto de utilidades–, se concluye que al artículo 9, penúltimo 
párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta que prevé el proce
dimiento que regula la determinación de la renta gravable para  
los contribuyentes, no le son aplicables los principios de justicia tributaria 
contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal.

PRIMERA SALA

Amparo en revisión 894/2016.- Embotelladora y Distribuidora GEPP, 
S.A. de C.V.- 14 de junio de 2017.- Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández.- Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.- Secretario: 
Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 1300/2015.- Banco Interacciones, S.A., Institución 
de Banca Múltiple, Grupo Financiero Interacciones y otras.- 14 de 
junio de 2017.- Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández.- Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.- Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 1448/2015.- Gómez Cuétara Hermanos, S.A. 
de C.V.- 14 de junio de 2017.- Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández.- Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.- Secretario: 
Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 833/2016.- Empresas Verzatec, Sociedad de R.L. 
de C.V.- 21 de junio de 2017.- Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández.- Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.- Secretario: 
Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 1466/2015.- T Holding Servicios, S.A. de C.V. y otras.- 
28 de junio de 2017.- Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
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Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández.- Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.- Secretario: Justino 
Barbosa Portillo. 

Tesis de jurisprudencia 50/2019 (10a.). Aprobada 
por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de cinco de junio de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 
2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del 
Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época
Registro: 2020068
Instancia: Segunda Sala
Tipo de Tesis: Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h 
Materia(s): (Administrativa)
Tesis: 2a./J. 78/2019 (10a.)

FACULTADES DE COMPROBACIÓN. AL 
EJERCERLAS LA AUTORIDAD FISCAL PUEDE  
CORROBORAR LA AUTENTICIDAD DE LAS 
ACTIVIDADES O ACTOS REALIZADOS POR 
EL CONTRIBUYENTE, A FIN DE DETERMINAR 
LA PROCEDENCIA DE SUS PRETENSIONES, 
SIN NECESIDAD DE LLEVAR A CABO PRE
VIAMENTE EL PROCEDIMIENTO RELATIVO 
A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE 
OPERACIONES PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.

Al ser las facultades de comprobación del ar­
tículo 42 del Código Fiscal de la Federación (CFF), 
la oportunidad legal por excelencia que tienen 
las autoridades fiscales para comprobar que los 
contribuyentes, los responsables solidarios o  
los terceros con ellos relacionados han cumplido 
con las disposiciones fiscales y aduaneras y, en 
su caso, determinar las contribuciones omitidas 
o los créditos fiscales, así como para comprobar 
la comisión de delitos fiscales, resulta innegable 
que derivado de dichas facultades puedan deter­
minar si una operación tiene o no materialidad 
a efecto de poder darle efectos fiscales. Derivado 
de lo anterior, la Segunda Sala de la SCJN esti­
ma que el procedimiento del artículo 69-B no 
suprime a las facultades del artículo 42. A con­
tinuación transcribimos la jurisprudencia en  
comento:

El procedimiento citado tiene como objetivo 
acabar con el tráfico de comprobantes fiscales y 
evitar el daño generado a las finanzas públicas y 
a quienes cumplen con su obligación de contribuir 
al gasto público, lo cual pone de relieve que 
mediante este procedimiento no se busca como 
ultima ratio eliminar los efectos producidos por 
los comprobantes fiscales, sino detectar quiénes 
emiten documentos que soportan actividades o 
actos inexistentes. En cambio, para corroborar si los 
comprobantes fiscales cumplen con los requisitos 
legales o que fueron idóneos para respaldar  
las pretensiones del contribuyente a quien le 
fueron emitidos, la autoridad fiscal cuenta con 
las facultades de comprobación contenidas en el  
artículo 42 del Código Fiscal de la Federación. Por 
tanto, se trata de procedimientos distintos y no es 
necesario que la autoridad fiscal haya llevado a 
cabo el procedimiento previsto en el artículo 69-B 
para, con motivo del ejercicio de sus facultades de  
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comprobación, determinar la  
improcedencia de las preten
siones del contribuyente basán
dose en el hecho de ser inexis
tentes los actos o actividades  
registrados en su contabilidad 
y respaldados en los compro
bantes fiscales exhibidos. Ade
más, es evidente que la atribu
ción consignada en el artículo 
69-B no excluye las facultades 
contempladas en el artículo 
42 destinadas a comprobar el  
cumplimiento de las obligacio
nes fiscales a cargo de los cau
santes, dentro de las cuales se  
encuentra inmersa la de veri
ficar la materialidad de las ope
raciones económicas gravadas.  
De tal manera que si el contri
buyente sujeto a las facultades 
de comprobación no acredita 
la real materialización de las 
actividades u operaciones re
gistradas en su contabilidad y  
comprobantes fiscales, la auto
ridad fiscal válidamente podrá 
declarar su inexistencia, y de
terminar que esos documentos 
carecen de valor probatorio y,  
por ello, no podrá tomarlos  
en cuenta para efectos de la 
procedencia de la pretensión 
del contribuyente.

SEGUNDA SALA

Contradicción de tesis 405/2018.- 
Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo  

del Trigésimo Circuito, y Primero y Tercero, ambos en Materias 
Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito.- 24 de abril 
de 2019.- Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas y Javier Laynez Potisek.- Disidente: Yasmín Esquivel Mossa.- 
Ponente: Javier Laynez Potisek.- Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Circuito, al resolver la revisión fiscal 3/2017, y el diverso sustentado por 
el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 6/2018.

Tesis de jurisprudencia 78/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de mayo de 
dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas 
en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de 
aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013.

Época: Décima Época
Registro: 2020111 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: IV.3o.A.2 CS (10a.) 

ACCESO A LA JUSTICIA. CONSTITUYE UN DERECHO FUN
DAMENTAL PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 17, SEGUNDO  
PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y 8, NUMERAL 1, DE 
LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
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La garantía de acceso a la justicia constitu­
ye un derecho fundamental inherente a las per­
sonas por ese simple hecho. A continuación se 
transcribe la siguiente tesis:

El artículo 17, segundo párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece que toda persona 
tiene derecho a que se le administre justicia 
por tribunales que estarán expeditos para 
impartirla en los plazos y términos que fijen las 
leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 
pronta, completa e imparcial, además de que 
su servicio será gratuito, y las costas judiciales 
prohibidas. Por su parte, el artículo 8, numeral 
1, de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos dispone que toda persona tiene 
derecho a ser oída, con las debidas garantías 
y dentro de un plazo razonable, por un Juez o 
tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada en su contra, o para la determinación 
de sus derechos y obligaciones de orden civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. Así, 
aunque la expresión “acceso a la justicia” no 
se advierte en la redacción de esas normas, se 
concluye que es el modo simple para identificar 
el método o medio adecuado para materializar el 
contenido de éstas en favor de los gobernados, 
pues al estar previsto en la parte dogmática de la 
Constitución Federal, dicho término constituye 
un derecho fundamental que, además, ha sido 
reconocido y ratificado en el instrumento 
internacional mencionado como una potestad 
inherente a la persona. En ese sentido, el acceso 
a la justicia es un derecho humano que garantiza, 
con determinados requisitos, que toda persona 
pueda acceder a tribunales independientes e 

imparciales, a fin de que se respeten y hagan 
valer sus derechos y para que los propios 
órganos encargados de impartir justicia resuelvan 
sin obstáculos las controversias sometidas a su 
consideración, de manera pronta, eficaz y en los 
plazos establecidos por la ley.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Queja 235/2018.- 20 de septiembre de 2018.- 
Mayoría de votos.- Disidente: Miguel Ángel Cantú 
Cisneros.- Ponente: Sergio Eduardo Alvarado 
Puente.- Secretario: Juan Carlos Domínguez 
Rodríguez.

Queja 249/2018.- Prisciliano Moreno Castillo.- 20 
de septiembre de 2018.- Mayoría de votos.- 
Disidente: Miguel Ángel Cantú Cisneros.- Ponente: 
Sergio Eduardo Alvarado Puente.- Secretario: 
Juan Carlos Domínguez Rodríguez.

Queja 261/2018.- Obdulia Treviño Zamora.- 20 
de septiembre de 2018.- Mayoría de votos.- 
Disidente: Miguel Ángel Cantú Cisneros.- Ponente: 
Sergio Eduardo Alvarado Puente.- Secretario: 
Juan Carlos Domínguez Rodríguez.

Queja 243/2018.- Rodolfo Chapa Chapa.- 11 de 
octubre de 2018.- Mayoría de votos.- Disidente: 
Miguel Ángel Cantú Cisneros.- Ponente: Jorge 
Meza Pérez.- Secretaria: Heidi Jetzabel Vargas 
Gallegos.

Queja 254/2018.- Luis Salinas Gutiérrez.- 11 de 
octubre de 2018.- Mayoría de votos.- Disidente: 
Miguel Ángel Cantú Cisneros.- Ponente: Jorge 
Meza Pérez.- Secretaria: Heidi Jetzabel Vargas  
Gallegos.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 
2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial  
de la Federación.  
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Residencia fiscal  
para evitar la doble 

tributación
Cómo obtener la constancia  

de residencia fiscal
L.D. Juan José Ines Trejo

Caso práctico 1

L.D. Juan José Ines Trejo
Licenciado en derecho por la Universidad Autónoma de Tlaxcala. Colaborador del área de “Consultas 
fiscales” de Casia Creaciones. Asesor fiscal independiente.

Finalidad: Conocer la información corres-
pondiente al trámite para la obtención de la 
constancia de residencia fiscal en territorio 
nacional, a efecto de poder evitar la doble 
tributación y pagar el mismo gravamen en 
dos o más países distintos.

Orientado a: Contadores, abogados, ad-
ministradores, estudiantes, personas que 
cuenten con riqueza en otros países, públi-
co en general, así como a cualquier persona 
que se encuentre interesada en el tema.

Consideraciones al tema: Los tratados 
y/o convenios que ha celebrado México con 
otros Estados extranjeros son vastos, por 
ello es necesario contemplar la información 
en específico del convenio que se desee 
analizar para efectos de poder visualizar la 
forma en cómo se podrá eliminar la doble 
tributación entre los países contratantes en 
los convenios, puesto que cada uno esta-
blece normas específicas de acuerdo con 

los países que lo celebraron; es decir, sa-
ber cuál será el tratamiento fiscal que se le 
dará a una operación realizada entre resi-
dentes en territorio nacional y extranjeros.

Fundamento jurídico: Artículos 9 del Có-
digo Fiscal de la Federación (CFF); 96 de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta (LISR); 
1 y 5, fracción II, de la Ley Federal de De-
rechos (LFD); regla 2.1.3. de la Resolución 
Miscelánea Fiscal 2019 (RMF-19) y ficha de 
trámite 6/CFF del Anexo 1-A de la RMF-19.

Análisis del texto

1. ¿Qué es la constancia de residencia 
fiscal?

R: No hay una definición como tal en la 
legislación actual de lo que se conside-
ra una constancia de residencia fiscal; sin 
embargo, podríamos indicar que es aquel 
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documento que sirve para acreditar nues-
tra residencia en el país para ser sujetos de 
derechos y obligaciones en materia tribu-
taria y, con base en ello, poder apegarnos a 
las normas previstas en los tratados inter-
nacionales para evitar la doble tributación 
de los que México sea parte, con la fina-
lidad de poder evitar la doble tributación 
y encontrarnos en la posibilidad de evitar 
una doble carga impositiva.

2. ¿Qué son los tratados para evitar de 
doble tributación?

R: Son aquellos convenios que México 
celebra con diversos países para efectos 
de que los residentes de las naciones que 
lo suscriben puedan evitar dobles cargas 
tributarias; es decir, que se pueda eliminar 
o, en su caso, disminuir el impuesto sobre 
el ingreso correspondiente en el país de 
que se trate, por ejemplo: en México, el im-
puesto sobre la renta (ISR).

3. ¿La doble tributación sería conside-
rada como inconstitucional?

R: Con base en la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (SCJN), no es consi-
derada como inconstitucional, puesto que 
mediante jurisprudencia nos indica que no 
se encuentra prohibida en la legislación, 
por lo cual la acción impositiva es válida, 
esto se nos da a conocer en la siguiente 
jurisprudencia administrativa emitida por el 
Pleno:

Época: Octava Época
Registro: 206079
Instancia: Pleno
Tipo de Tesis: Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación
Tomo I, Primera Parte-1, Enero-Junio de 1988
Materia(s): Administrativa, Constitucional
Tesis: P. 23
Página: 139

DOBLE TRIBUTACIÓN. EN SÍ MISMA NO 
ES INCONSTITUCIONAL.- Es tendencia de 

la política fiscal en la mayoría de los países, entre 
ellos el nuestro, evitar la doble tributación con 
el objeto de realizar una efectiva justicia fiscal; 
sin embargo, éste fenómeno impositivo no está 
prohibido por ningún artículo de la Constitución 
Federal de tal suerte que en sí mismo no es 
inconstitucional. Lo que la Carta Magna prohíbe en su  
artículo 31, fracción IV, entre otros supuestos, es que 
los tributos sean desproporcionados, que no estén 
establecidos por ley o que no se destinen para los 
gastos públicos; pero no que haya doble tributación.

4. ¿Quiénes son considerados residen-
tes en territorio nacional?

R: El artículo 9o. del CFF prevé los su-
jetos que son considerados residentes en 
México, mismo que transcribimos a conti-
nuación:

Artículo 9o. Se consideran residentes en 
territorio nacional:

I. A las siguientes personas físicas:

a) Las que hayan establecido su casa habitación 
en México. Cuando las personas físicas de que 
se trate también tengan casa habitación en otro 
país, se considerarán residentes en México, si 
en territorio nacional se encuentra su centro de 
intereses vitales. Para estos efectos, se considerará 
que el centro de intereses vitales está en territorio 
nacional cuando, entre otros casos, se ubiquen en 
cualquiera de los siguientes supuestos:

1. Cuando más del 50% de los ingresos totales 
que obtenga la persona física en el año 
de calendario tengan fuente de riqueza en 
México.

2. Cuando en el país tengan el centro principal 
de sus actividades profesionales.

b) Las de nacionalidad mexicana que sean 
funcionarios del Estado o trabajadores del 
mismo, aun cuando su centro de intereses 
vitales se encuentre en el extranjero.

No perderán la condición de residentes en México, 
las personas físicas de nacionalidad mexicana que 
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acrediten su nueva residencia fiscal en un país o territorio 
en donde sus ingresos se encuentren sujetos a un 
régimen fiscal preferente en los términos de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta. Lo dispuesto en este párrafo 
se aplicará en el ejercicio fiscal en el que se presente el 
aviso a que se refiere el último párrafo de este artículo y 
durante los tres ejercicios fiscales siguientes.

No se aplicará lo previsto en el párrafo anterior, 
cuando el país en el que se acredite la nueva 
residencia fiscal, tenga celebrado un acuerdo 
amplio de intercambio de información tributaria 
con México.

II. Las personas morales que hayan establecido 
en México la administración principal del negocio 
o su sede de dirección efectiva.

Salvo prueba en contrario, se presume que las 
personas físicas de nacionalidad mexicana, son 
residentes en territorio nacional.

Las personas físicas o morales que dejen de 
ser residentes en México de conformidad con 
este Código, deberán presentar un aviso ante las 
autoridades fiscales, a más tardar dentro de los 
15 días inmediatos anteriores a aquél en el que 
suceda el cambio de residencia fiscal.

5. ¿El pago del impuesto en otro país 
dependerá de acreditar la residencia en 
territorio nacional con la constancia?

R: En relación con el pago de los im-
puestos en otros países dependerá de su 
legislación tributaria aplicable en estos 
mismos, para efectos de la constancia de 
situación fiscal, se podría establecer que 
es necesaria para efectos de poder acre-
ditar la residencia en México en dado caso 
de que el tratado internacional para evitar 
la doble tributación así lo solicite como re-
quisito para poderse apegar a los benefi-
cios que este mismo contempla.

6. ¿Con tener la constancia de residen-
cia fiscal bastará para que no se paguen 
impuestos en otros países por ingresos 
obtenidos en México?

R: No, para que las personas eviten pa-
gar dos veces un impuesto que grave el 

ingreso en distintos países, será necesario 
que entre ambos países se tenga firma-
do un tratado internacional que conside-
re este tipo de operaciones, en el cual se 
mencione cómo se puede eliminar la doble 
tributación cuando se llevan a cabo acti-
vidad económicas en distintos países y se 
obtengan ingresos en estos mismos; asi-
mismo, que se cumplan con las disposicio-
nes fiscales de ambos países y del tratado 
previo; sin embargo, sí es importante que 
en el caso de México se cuente con esa 
constancia para que se acredite la residen-
cia en territorio nacional.

7. ¿Qué requisitos se deben cumplir 
para que el Servicio de Administración 
Tributaria (SAT) me expida la constan-
cia de residencia fiscal?

R: Para que el SAT expida la constan-
cia de residencia fiscal se deberán cumplir 
ciertos requisitos, y éstos son los siguientes:

•	 Que el solicitante se encuentre con es-
tatus de activo en el Registro Federal de 
Contribuyentes (RFC). 

•	 Que cuente con opinión de cumplimiento 
de obligaciones fiscales positiva. 

•	 Que el contribuyente no se encuentre 
registrado sin obligaciones fiscales. 

•	 Que el estado del domicilio fiscal y del 
contribuyente sea distinto a no localiza-
do.

•	 No ubicarse en la presunción estableci-
da en el artículo 69-B del CFF. 

•	 Que se cuente con contraseña del RFC.

Cuando se emita la solicitud:

•	 Que se adjunte un escrito libre (mani-
fiesto bajo protesta de decir verdad de 
que el mismo solicitante no cuenta con 
residencia para efectos fiscales de otro 
país).

•	 Cuando los ingresos del trabajador sean 
por un servicio personal subordinado 
(sueldos y salarios) que se adjunte la cons-
tancia de percepciones, es importante  
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validar que como actualmente no se emi-
te esta última, se podrá optar por emitir 
los comprobantes fiscales (comproban-
te fiscal digital por internet [CFDI]) de 
nómina.

•	 En el supuesto de los contribuyentes que 
hubiesen estado obligados conforme al 
régimen establecido en la LISR, deberán 
tener presentada la declaración anual 
del ejercicio que se trate.

•	 Cuando se trate de un ejercicio fiscal 
que no ha concluido, solamente se emi-
tirá por el periodo que solicita el contri-
buyente hasta la fecha de presentación 
de la solicitud de la constancia y, en 
caso de estar obligado, deberán tener 
presentadas las declaraciones de pa-
gos provisionales a cuenta del ISR del 
ejercicio en el que se requiere la cons-
tancia.

8. ¿Hasta por cuantos años previos se 
puede solicitar la constancia de resi-
dencia fiscal?

R: La constancia de residencia fiscal se 
podrá solicitar hasta por cinco años inme-
diatos anteriores a aquel año en el que se 
solicita esta misma.

9. ¿La solicitud de emisión de cons-
tancia de residencia fiscal tienen algún 
costo?

R: Sí, toda vez que la Ley Federal de De-
rechos (LFD) prevé en su artículo 1, primer 
párrafo, que los derechos que se establecen 
dicha ley se pagarán por el uso o aprovecha-
miento de los bienes del dominio público de 
la nación, así como por recibir servicios que 
presta el Estado en sus funciones de de-
recho público, excepto cuando se presten 
por organismos descentralizados u órga-
nos desconcentrados y, en este último caso, 
cuando se trate de contraprestaciones que 
no se encuentren previstas en esta ley, por 
la solicitud de expedición de la constancia 
de la residencia fiscal de conformidad con 
el artículo 5, fracción II, de la LFD en relación 
con el Anexo 19 que contiene las cantidades 
actualizadas establecidas en la LFD, el costo 
de la solicitud de constancia será de $179.49.

10. ¿Cuál es procedimiento para realizar 
la solicitud de la constancia de residen-
cia fiscal?

R: Para efectos del Trámite de la Cons
tancia de Residencia Fiscal, es necesario 
hacer una solicitud mediante el aplicativo 
denominado “Mi portal”, para lo cual primero 
deberemos verificar en qué apartado del 
portal del SAT se encuentra la opción para 
este tipo de trámite, con base a ello primero 
deberemos ingresar a la página electrónica 
del SAT: www.sat.gob.mx, y dirigirse a la 
opción de “Otros trámites y servicios”:

Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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En la nueva ventana del navegador de internet que se abrió se deberá desplegar el 
cursor hacia abajo y dar clic en la opción de “Solicitudes”, para que después se pueda dar 
clic en la opción de “Solicita tu constancia de residencia para efectos fiscales”:
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Posterior a que se ingrese a la opción comentada se deberá iniciar a ejecutar el apar-
tado para presentar la solicitud, para efectos de ello en la nueva página que se desplie-
gue se deberá dar clic en la opción de "Iniciar":

Una vez que se ejerza la acción anterior, el solicitante deberá autentificarse con su 
RFC y su contraseña del RFC para efectos de poder ingresar al aplicativo denominado 
“Mi portal”:
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Después de que se autentifique deberá dirigirse al menú superior izquierdo (obser-
vando de frente el monitor) y dar clic sobre la opción de “Servicios por Internet”:

Realizando la acción anterior, se deberá dirigir a la opción de “Servicio o Solicitudes” 
y dar clic en la opción de “Solicitud”:

Después de ingresar a la opción indicada se deberá iniciar con el llenado de los 
apartados correspondientes de la pantalla que se desplegó:

•	 En el campo con el numeral 1, nos muestra el trámite que deberemos ingresar para 
efectos de la solicitud de la constancia de residencia fiscal.

•	 En el campo con el número 2, se tiene que indicar a quién va dirigida dicha solicitud, en 
la cual se podrá ingresar la administración que le corresponde al solicitante de acuerdo 
con su domicilio fiscal.

•	 En el campo número 3, se ingresará el tema del asunto en este caso a manera de 
ejemplo podríamos ingresar que se trata de la solicitud de la constancia de residencia 
fiscal.

•	 En el numeral 4, se ingresará una breve descripción de la solicitud que se está realizando.
•	 Por último, en el campo marcado con el dígito 5 se puede observar una opción 

para efectos de poder adjuntar la información la cual se adjuntará de acuerdo a las 
indicaciones siguientes:
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Para efectos de poder adjuntar la información nos tenemos que dirigir a la opción 5 
de la imagen anterior, para que se despliegue la opción de seleccionar los archivos, los 
cuales deberán ingresarse en carpetas comprimidas con formato .zip no mayor a cuatro 
megabytes, como se observa en la imagen posterior.

Una vez que se dé clic en la opción de seleccionar archivo se desplegará una nueva 
ventana, en la cual se deberá elegir la carpeta que se tiene que adjuntar.

Después de que se dé clic en la opción de abrir, como se muestra en el número 2 de la 
imagen anterior, el aplicativo se direccionará a la opción para poder cargar la información 
elegida, como se muestra a continuación:



65

715

Posterior de que se cargue la información y que los campos de la solicitud se encuen-
tren llenos, se deberá ingresar una breve descripción en el campo que se muestra en la 
imagen posterior:

 

Por último, se deberá dar clic en la opción enviar y esperar a que la autoridad fiscal 
nos envíe las líneas de captura para el pago de derechos por esta solicitud a nuestro 
medio de contacto que tengamos registrado o mencionado en la presente solicitud, 
para efecto de ello será conveniente que tengamos un correo electrónico previamente 
registrado mediante este aplicativo, si no lo tenemos se podrá ingresar como se muestra 
a continuación:



66

71
5

Después de ello se deberá seleccionar el medio de contacto, que en este caso será 
correo electrónico:

 

Una vez que se seleccione la opción, se deberá ingresar el correo electrónico 
correspondiente y dar clic en la opción “Aceptar”:
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Realizada la acción anterior, nos regresará a los campos de la solicitud de aclaración y 
daremos clic en la opción de enviar para que el aplicativo nos direccione a la información 
general de nuestra solicitud de la constancia, como se muestra en la siguiente imagen:

 

Con estos últimos pasos mencionados se tendrá por enviada nuestra solicitud; sin 
embargo, lo que procede a realizar es esperar a que la autoridad fiscal nos envíe las 
líneas de captura a pagar (las cuales se podrán liquidar mediante cualquier institución 
financiera autorizada por el SAT, de los cuales podremos validar y verificar estas mismas 
en el Anexo 4, inciso c), de la RMF-19).

Por lo cual, una vez que se tengan las líneas de captura pagadas, se deberán adjuntar 
en la misma solicitud, por ello podremos ingresar a consultar esta misma y adjuntar las 
líneas para enterar al SAT que ya fueron pagadas de la forma siguiente: se tendrá que 
ingresar nuevamente al aplicativo denominado “Mi portal” en el apartado de “Servicios por 
Internet”; sin embargo, en esta ocasión, en lugar de elegir la opción “Solicitud” tendremos 
que elegir la opción de “Consulta”, como se muestra en la imagen posterior:
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Dando clic en la opción “Consulta” se podrán llenar todos los campos de la nueva 
ventana que se desplegó, en dado caso de no contar con dicha información por alguna 
otra situación, el único campo que deberá estar lleno será el campo de “Unidad Negocio”, 
el cual deberá tener como selección la opción de “Servicios al Contribuyente”, para que 
con posterioridad demos clic en la opción de “Buscar”, como se muestra en la siguiente 
imagen:
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Después de que se de clic en la opción de “Buscar”, el aplicativo arrojará la información 
de la solicitud que se ha ingresado, y por ello deberemos dar clic en “No. Folio” para 
ingresar al apartado en donde adjuntaremos el pago de derechos de la constancia de 
residencia fiscal:

 

Una vez que se de clic en “No. Folio” se deberá dar clic en la opción de “Añadir nota o 
Anexo”, como se muestra en la imagen siguiente:
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Posteriormente, se deberán llenar los campos que se desplegaron para efectos de 
informar que se ha realizado el pago; asimismo, se tiene que dar clic sobre la opción 
“Adjuntar Archivo” para efectos de adjuntar los comprobantes liquidados, como se 
muestra a continuación:

Una vez realizado lo anterior, se deberán efectuar las acciones para adjuntar los 
comprobantes de pago, como se muestra en las imágenes posteriores:
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Después de dar clic en la opción “Abrir”, como se muestra en el número 2 de la imagen 
anterior, el aplicativo direccionará a la opción para poder cargar la información elegida, 
como se muestra a continuación:
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Agregando la información, se deberá ingresar la descripción de la información que se 
adjuntó y dar clic en la opción “Guardar”:

 

De la forma anterior es como se podrá tramitar la constancia de situación fiscal, cabe 
mencionar que la ficha de trámite 6/CFF del Anexo 1-A de la RMF-19 indica cierta infor-
mación importante que debemos considerar, la cual menciona lo siguiente:

•	 Tratándose de contribuyentes que inicien actividades se expedirá hasta la fecha de 
presentación de la solicitud de la constancia. 

•	 Para el caso de personas físicas que presten servicios personales subordinados se revi-
sarán los comprobantes fiscales correspondientes y que no se encuentren cancelados. 

•	 En caso de contribuyentes que obtengan ingresos provenientes del extranjero por 
servicios personales subordinados, se revisará que tengan presentadas las declara-
ciones provisionales correspondientes, conforme a lo dispuesto por el artículo 96, últi-
mo párrafo, de la LISR. 

•	 En el supuesto de los contribuyentes que hubiesen estado obligados conforme al régi-
men establecido en la LISR, deberán tener presentada la declaración anual del ejerci-
cio de que se trate. 

Ahorros y beneficios: En la actualidad el sistema tributario que tenemos en México es 
bastante amplio y contempla distintas figuras dentro del mismo ámbito de la recaudación, 
por lo cual debemos cumplir con nuestras obligaciones fiscales como residentes en el país; 
sin embargo, también da ciertas opciones y oportunidades en materia internacional en rela-
ción al tratamiento de los ingresos por parte de alguna actividad económica llevada a cabo 
en el mismo país, cuando se obtienen ingresos en el extranjero, y por ello deseamos evitar 
pagar dos veces un impuesto sobre el comentado ingreso, por lo cual es importante cono-
cer cómo tramitar la constancia de residencia fiscal y poder eliminar la doble tributación, 
siempre y cuando nos apeguemos al tratado internacional correspondiente. T

F
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Partidas no deducibles 
relacionadas con el 

cálculo del costo  
de lo vendido

Conozca su tratamiento fiscal
C.P.C. Alejandro Cadena Corona

Caso práctico 2

C.P.C. Alejandro Cadena Corona
Contador público certificado por el Instituto Mexicano de Contadores Públicos. Socio del Colegio 
de Contadores Públicos de México. Egresado de la Escuela Bancaria y Comercial. Diplomado en 
impuestos en el Colegio de Contadores Públicos de México. Diplomado en impuestos por el ITAM. Ac-
tualmente consultor y capacitador independiente en administración financiera e impuestos. Con más de 
30 años de labor a nivel ejecutivo en el sector privado en el área de contabilidad, finanzas e impuestos.

Objetivo: Analizar el tratamiento fiscal que 
se debe dar a las partidas no deducibles 
que estén implícitas en la determinación 
del costo de ventas.

Dirigido a: Personas morales del título II de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta (LISR), 
contadores, abogados, administradores, 
estudiantes, así como a cualquier persona 
que se encuentre interesada en el tema.

Consideraciones al tema: Dentro de la 
materia contable, la determinación del 
costo de ventas y la correspondiente va-
luación de inventarios es un tema que re-
presenta cierta complejidad, sobre todo en 
las empresas de carácter industrial, donde 
se implica el manejo de un adecuado sis-
tema de contabilidad de costos que permi-
ta controlar y registrar los elementos que 
conforman el costo unitario de producción 

de un artículo, como: materia prima directa, 
mano de obra directa y los gastos indirec-
tos de fabricación; así como el control y va-
luación de los diversos tipos de inventarios, 
como: de materias primas directas, de pro-
ducción en proceso, de materiales indirec-
tos y el de los productos terminados.

Dada la complejidad que implica la 
adecuada determinación de los costos 
y la valuación de los inventarios, lo ideal 
sería poder utilizar directamente el cos-
to contable como el costo de lo vendido 
que la LISR permite deducir de los ingre-
sos generados por la enajenación de los 
productos producidos o adquiridos para 
su venta; sin embargo, esto no es posible  
porque entre el costo de ventas contable y  
el costo de lo vendido fiscal se pueden 
presentar situaciones que propicien que es-
tos cálculos no sean iguales. Una de las cau-
sas que pueden generar diferencias entre 
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ambos cálculos son las partidas no dedu-
cibles en las que una empresa puede in-
currir para realizar su actividad productiva 
y que forman parte de su costo de pro-
ducción, pero que, para efectos de la de-
terminación de la base del impuesto sobre 
la renta (ISR), no se pueden considerar 
como parte de dicho costo de lo vendido 
deducible.

Fundamento jurídico: Artículos 28, 39 y 
41 de la LISR.

Análisis del texto

El costo de lo vendido (costo de ventas) 
para una empresa comercial o industrial 
implica una de las partidas de mayor efec-
to deducible en el cálculo del ISR, por eso 
es importante cumplir adecuadamente con 
la normatividad fiscal en su determinación 
para evitar la negación de parte de la auto-
ridad, de su deducción.

Como mencionamos previamente, la 
determinación del costo de ventas es una 
de las labores de carácter contable que 
implica cierta complejidad, por lo que se 
requiere contar con buenos sistemas con-
tables y de cómputo para controlar, en mu-
chos casos, el alto volumen de operaciones 
y transacciones que están involucradas en 
su cálculo, así como para lograr su de-
terminación con un alto grado de detalle, 
por producto y por unidad de medida (li-
tro, kilo, metro, etcétera). Entre otras, po-
demos mencionar la necesidad de captar, 
controlar, valorizar, registrar, distribuir, re-
sumir y analizar los elementos que confor-
man el costo de producción de los diversos 
productos, a nivel unitario, que se elaboran 
en una empresa:

•	 Materia prima directa.
•	 Mano de obra directa.
•	 Gastos indirectos de fabricación.

Al igual que controlar y valorizar los 
distintos tipos de inventarios:

•	 Inventario de materias primas directas.
•	 Inventario de producción en proceso.
•	 Inventario de materiales indirectos de 

fabricación.
•	 Inventario de productos terminados.

Para efectos prácticos, y con el objeto de 
reducir la diferencia entre el cálculo del costo 
de ventas contable con el cálculo del costo de 
lo vendido fiscal, una empresa puede optar 
por adecuar su cálculo contable a los siste-
mas y métodos autorizados por la LISR. En 
este sentido, la normatividad contable (NIF 
C-4) y la normatividad fiscal (artículo 39 de 
la LISR) coinciden en que el costo de pro-
ducción se determina con base en el sis-
tema de costos absorbente; es decir, que 
el costo de los productos fabricados inclu-
ya tanto los costos directos como los cos-
tos indirectos de fabricación (el sistema de 
costeo directo ya no es aceptado por ambas 
normatividades). Por otro lado, ambas nor-
matividades permiten la determinación de los 
costos de producción sobre una base de:

•	 Costeo histórico o,
•	 Costeo predeterminado (costos estima-

dos o estándar).

Al igual que los métodos de valuación 
de inventarios (artículo 41 de la LISR):

•	 Primeras entradas primeras salidas 
(PEPS, el método de valuación UEPS ya 
no está permitido en ambas normativi-
dades).

•	 Costos identificados.
•	 Costos promedio.
•	 Detallistas.

En este sentido, si la empresa ha optado 
por alguno de estos sistemas de costeo y 
métodos de valuación de inventarios podría 
tomar el costo de ventas contable directa-
mente para el cálculo del ISR; sin embargo, 
¿qué pasa cuando alguno de los conceptos 
que conforman el cálculo del costo de los 
productos no cumple con requisitos de de-
ducibilidad estipulados en la LISR?, como 
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sucede, por ejemplo, con los pagos, tanto 
de mano de obra directa como de mano de 
obra indirecta, que sean ingresos exentos 
para los trabajadores, los cuales, de acuer-
do con el artículo 28, fracción XXX, de la 
LISR son deducibles parcialmente en un 
porcentaje que puede ser de 47 o del 53%, 
dependiendo si el patrón no reduce estos 
tipos de pagos a los trabajadores con res-
pecto a los pagos que hayan efectuado en 
el ejercicio anterior:

Artículo 28. Para los efectos de este Título, no 
serán deducibles:

.........................................................................

XXX. Los pagos que a su vez sean ingresos 
exentos para el trabajador, hasta por la cantidad 
que resulte de aplicar el factor de 0.53 al monto 
de dichos pagos. El factor a que se refiere este 
párrafo será del 0.47 cuando las prestaciones 
otorgadas por los contribuyentes a favor de sus 
trabajadores que a su vez sean ingresos exentos 
para dichos trabajadores, en el ejercicio de que se 
trate, no disminuyan respecto de las otorgadas en 
el ejercicio fiscal inmediato anterior.

Otro caso de diferencias por deduci-
bilidad se puede dar en la deducción de 
inversiones (activos fijos y activos intan-
gibles) vía depreciación o amortización, 

respectivamente, ya que las tasas de de-
preciación o amortización que aplique la 
empresa para efectos contables pueden 
ser mayores a las autorizadas por la LISR.

Como se puede observar, de los ejem-
plos antes mencionados, en esos casos, el 
costo de ventas contable ya no puede apli-
car directamente en el cálculo de la base 
del impuesto en comento.

¿Qué aplica hacer entonces?
De manera discreta, en el último párrafo 

del artículo 28 de la LISR, que trata sobre 
los conceptos que la ley no permite dedu-
cir, se menciona lo siguiente:

Artículo 28. …………………………………

Los conceptos no deducibles a que se refiere 
esta Ley, se deberán considerar en el ejercicio 
en el que se efectúe la erogación y no en aquel 
ejercicio en el que formen parte del costo de lo 
vendido.

Lo anterior significa que, si en la deter-
minación del costo de lo vendido se pre-
sentan partidas no deducibles de acuerdo 
con la LISR, dichas partidas deben re-
percutir su efecto de no deducibilidad de 
manera anticipada sin poder diferir dicho 
efecto hasta el momento en el que se ena-
jenen los inventarios de productos termi-
nados correspondientes.

Un contador
te está leyendo

ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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Caso práctico

Supongamos el caso de una empresa industrial que presenta en el ejercicio la siguiente 
información:

Dentro de los conceptos de mano de obra directa se tiene un importe no deducible 
de $550,000.00, y en los gastos indirectos de fabricación otro importe no deducible de 
$450,000.00, por lo que el costo de lo vendido, de acuerdo con la norma establecida en 
el último párrafo del artículo 28 de la LISR se determinaría de la siguiente forma:
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Como se puede observar, en el reporte anterior se determinó que el costo de ventas 
contable fue de $18’944,666.95; sin embargo, de acuerdo con la disposición del artículo 
28, último párrafo, de la LISR tendríamos que disminuir en el presente ejercicio el importe 
total de los gastos no deducibles, los cuales ascienden a un valor de $1’000,000.00, por 
lo que el costo de lo vendido deducible, para efecto del ISR, sólo sería de $17’944,666.95.

Vale la pena reflexionar que este tratamiento de las partidas no deducibles que se 
presenten dentro del costo de lo vendido no resulta ser congruente con la filosofía de 
deducir el costo de lo vendido hasta el momento en que se genere el ingreso por la ena-
jenación de los productos correspondientes, ya que es claro que en el inventario final de 
artículos terminados hay una parte de las partidas no deducibles, cuyo efecto proporcio-
nal de no deducibilidad se debería diferir hasta el ejercicio en que se generen los ingre-
sos por la enajenación de dicho inventario, como se observa continuando con los datos 
del ejemplo anterior:

menos:

Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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Como se puede observar, con el método establecido en la LISR, el efecto de la no de-
ducibilidad se anticipa dando como resultado un costo de lo vendido deducible menor en 
$355,371.63 contra la determinación del costo de lo vendido en el que se difiere el efecto 
de la no deducibilidad, que se queda en la valuación del inventario final de artículos ter-
minados, hasta el ejercicio en que dicho inventario sea vendido.

Cabe aclarar que al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ya ha 
emitido jurisprudencia en contra del procedimiento establecido por la LISR argumentan-
do que va en contra del principio constitucional de proporcionalidad que debe prevalecer 
para el cálculo de los impuestos, de acuerdo con lo siguiente:

Época: Décima Época
Registro: 2017184
Instancia: Segunda Sala
Tipo de Tesis: Jurisprudencia
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Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-
deración
Libro 55, Junio de 2018, Tomo II
Materia(s): Constitucional, Administrativa
Tesis: 2a./J. 61/2018 (10a.)
Página: 1260 

RENTA. EL ARTÍCULO 28, ÚLTIMO PÁRRA- 
FO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATI-
VO, AL ESTABLECER QUE LOS CONCEP-
TOS NO DEDUCIBLES DEBERÁN CONSI-
DERARSE EN EL EJERCICIO EN EL QUE 
SE EFECTÚE LA EROGACIÓN, TRANS-
GREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIO-
NALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 
2014).- El artículo citado, al establecer que los 
conceptos no deducibles a que se refiere la Ley del 
Impuesto sobre la Renta deberán considerarse en 
el ejercicio en el que se efectúe la erogación y no 
en aquel en el que formen parte del costo de lo 
vendido, provoca el reconocimiento anticipado del 
efecto fiscal de un concepto no deducible, con lo 
cual se afecta injustificadamente la renta neta que 
servirá de base para la determinación de la contri-
bución. Ello es así, pues en un sistema de deduc-
ción del costo de lo vendido, la erogación de un 
gasto no conlleva una afectación a la situación ju-
rídica en materia fiscal, pues únicamente representa  

una modificación en el concepto de activo que 
posee el causante y, en tal virtud, no refleja una 
alteración en el haber patrimonial susceptible de 
gravarse. Así, al conminarse a reconocer los gastos 
no deducibles en el ejercicio en el que se erogan, 
se obliga a los contribuyentes a impactar su esfe-
ra jurídica anticipadamente, en la medida de una 
cantidad y un concepto que, en congruencia con 
el cambio del sistema de deducción, no deberían 
tener un efecto fiscal sino hasta el momento en el 
que se reconoce el costo de ventas correspondien-
te, de ser deducible. Por lo anterior, el artículo 28, 
último párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta vigente a partir del 1 de enero de 2014, transgrede 
el principio de proporcionalidad tributaria conteni-
do en la fracción IV del artículo 31 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues obliga a reconocer los efectos de conceptos no 
deducibles en el ejercicio en el que se eroguen y 
no en el que forman parte del costo de lo vendido, 
con lo cual se da lugar a la determinación de una 
utilidad ajena a la que corresponde bajo el esquema 
de deducción de costo de lo vendido.

Amparo en revisión 661/2015.- Integrando So-
luciones Corporativas, S.C.- 28 de febrero de 
2018.- Mayoría de cuatro votos de los Minis-
tros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Po-
tisek, José Fernando Franco González Salas  

Un contador
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y Eduardo Medina Mora I.; cinco votos en 
relación con el criterio contenido en esta  
tesis.- Disidente: Margarita Beatriz Luna Ra-
mos.- Ponente: Eduardo Medina Mora I.- Secre-
tario: Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 55/2015.- Operadora Xuna, 
S.A. de C.V. y otras.- 2 de mayo de 2018.- 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Poti-
sek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I.- Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos.- Ponente: Eduardo Me-
dina Mora I.- Secretario: Juan Jaime Gonzá-
lez Varas.

Amparo en revisión 816/2015.- Novatec Pagani, 
S.A. de C.V.- 2 de mayo de 2018.- Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernan-
do Franco González Salas y Eduardo Medina 
Mora I.- Ausente: Margarita Beatriz Luna Ra-
mos.- Ponente: Eduardo Medina Mora I.- Se-
cretario: Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 675/2015.- GKN Driveline 
Celaya, S.A. de C.V. y otras.- 2 de mayo de 
2018.- Unanimidad de cuatro votos de los Mi-
nistros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Sa-
las y Eduardo Medina Mora I.- Ausente: Mar-
garita Beatriz Luna Ramos.- Ponente: Eduar-
do Medina Mora I.- Secretario: Juan Jaime 
González Varas.

Amparo en revisión 685/2014.- Forjas Especia-
lizadas de Bronce, S.A. de C.V.- 2 de mayo 
de 2018.- Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Sa-
las y Eduardo Medina Mora I.- Ausente: Mar-
garita Beatriz Luna Ramos.- Ponente: Eduar-
do Medina Mora I.- Secretario: Juan Jaime 
González Varas.

Tesis de jurisprudencia 61/2018 (10a.). Apro-
bada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del treinta de mayo de dos mil 
dieciocho. 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de junio de 
2018 a las 10:21 horas en el Semanario Judi-
cial de la Federación y, por ende, se considera 
de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de  

junio de 2018, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013.

Ahorros y beneficios: El tratamien-
to establecido actualmente por el artículo 
28, último párrafo, de la LISR para aplicar 
las partidas no deducibles que se pueden 
presentar en la determinación del costo de 
lo vendido, aplicándolas en su totalidad en 
el ejercicio en que éstas sean erogadas, 
no cumple con el principio constitucional 
de proporcionalidad tributaria. La SCJN ya 
ha establecido jurisprudencia en ese sen-
tido. Lo justo sería diferir el efecto de la no 
deducibilidad hasta el momento en que se 
enajenen los bienes adquiridos o produ-
cidos. En nuestra opinión, creemos que el 
procedimiento establecido en la LISR es 
de naturaleza práctica, tanto para la deter-
minación del costo de lo vendido deduci-
ble por parte del contribuyente como para 
la fiscalización de éste por parte de la au-
toridad. Asimismo, consideramos que, para 
optar por la aplicación del criterio de la ju-
risprudencia emitida por la SCJN, es nece-
sario considerar los siguientes factores:

•	 Evaluar qué tanto representan normal-
mente las partidas no deducibles del total 
del costo de lo vendido en la empresa. 

•	 Contar con un sistema de contabilidad  
de costos analítico que permita controlar, 
por cada tipo de producto y a nivel unitario, 
el cálculo de sus costos, así como la va-
luación de sus inventarios finales de cada 
ejercicio para poder demostrar a la auto-
ridad, en caso de tener una revisión fiscal, 
que la determinación, tanto del costo de 
ventas contable como el costo de lo ven-
dido deducible, es correcta.

•	 Evaluar el riesgo jurídico de contravenir lo 
establecido por la LISR al optar por el cri-
terio de la jurisprudencia ya comentada, en 
el entendido de que la jurisprudencia no 
suplanta a la ley, sino que el contribuyente 
sólo se puede resguardar en ella hasta el 
momento de plantear una controversia a 
través de un juicio. T

F
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Esta obra lleva al lector por un camino sencillo, principalmente 
práctico, pero, sobre todo: parcial. Es un diálogo familiar, una charla 
amena a través de los comentarios que se realizan a los primeros 353 
artículos de la Ley Federal del Trabajo… es como si estuviera hablando 
con un amigo laboralista, en donde tiene el tiempo de escucharlo y, 
principalmente, aconsejarlo.
Es una Ley Comentada, enriquecida, precisamente, con comentarios, 
jurisprudencias, ejemplos, antecedentes y principales Tratados Interna-
cionales en materia laboral, para ofrecer las ópticas más actualizadas y 
soluciones directas a las diversas problemáticas.
Una obra diseñada para los responsables del área de Recursos Humanos.
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Objetivo: Analizar los aspectos princi-
pales de la Ley del Seguro Social en cuanto 
a su régimen obligatorio.

Dirigido a: Profesionales del área de 
Recursos Humanos, administradores 
de nóminas, contadores, administrado-
res y en general a cualquier persona 
interesada en el tema.

Expositora: Mtra. Flor de María Tavera Ramírez.

1. Novedades en la Ley del Seguro Social año 2019.
2. Sujetos de aseguramiento al régimen obligatorio.
3. Salario base de cotización, su integración y 

conceptos que no forman parte de él.
4. Seguro de Riesgo de Trabajo.
5. Seguro de Enfermedades y Maternidad.
6. Seguro de Invalidez y Vida.
7. Seguro de Retiro, Cesantía en Edad Avanzada     

y Vejez.
8. Seguro de Guarderías y Prestaciones Sociales.

¿Sabe que dentro del marco de la ley se pueden generar ahorros en las cuotas 
de seguridad social? ● ¿Conoce cómo determinar correctamente el SBC?
● ¿Se ha puesto a pensar de cuánto será su pensión por Cesantía en Edad 

Avanzada y Vejez? ● ¿Sabe cómo hacer frente a un riesgo de trabajo dentro de 
la empresa? ● ¿Conoce los cinco seguros a que tiene derecho el trabajador a 
través del IMSS? ● ¿Sabe cuánto tiempo después de una baja el trabajador 

sigue teniendo derecho a recibir servicios en el IMSS?
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